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INCIDENCIA DEL GASTO PÚBLICO DESTINADO A DEFENSA SOBRE LOS
ÍNDICES DE VIOLENCIA EN COLOMBIA

Ana María Cortés Quintero
Rosa Milena Bastidas

RESUMEN
En Colombia, la violencia se presenta como una constante en la realidad social, siendo el
incremento del gasto público destinado a defensa y seguridad, la principal respuesta de los
diferentes gobiernos. Dado el incremento sostenido de los recursos reservados a este sector
y los altos niveles de inseguridad, se percibe que el esfuerzo económico en pro de
neutralizar la violencia no ha tenido los resultados esperados. Con base en esta hipótesis,
esta investigación analizó la incidencia del gasto público en defensa y seguridad sobre
algunos índices de violencia mediante modelos de regresión múltiple y estadística
descriptiva. Los resultados hallados demuestran que el rubro destinado al sector defensa y
seguridad del país, no contribuye a la disminución de la violencia sí no se complementa con
escenarios óptimos de desarrollo acompañados de aspectos socioeconómicos que
garanticen calidad de vida, oportunidades laborales y confianza en las instituciones
judiciales, con el fin de contrarrestar las amenazas de violencia e impedir el surgimiento de
nuevas formas delictivas.

Palabras Clave: Homicidios, Ataques, Desplazamiento, Secuestro, Gasto en Defensa y
Seguridad, Violencia.
Clasificación JEL: D74.H56.R38.

Las Autoras Agradecen a Carlos Arturo Vanegas, por sus valiosa colaboración en el desarrollo de esta Investigación. Las opiniones
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INCIDENCE OF DEFENSE PUBLIC EXPENSES OVER VIOLENCE LEVELS IN
COLOMBIA

Ana María Cortés Quintero
Rosa Milena Bastidas

ABSTRACT
In Colombia violence appears as a constant into the social reality, the increase of public
spending for defense and security affairs is the primary response of different governments
to this situation. Due to the steady increase of public sector spending and the high levels of
insecurity, it is noticed that the efforts of the economy to neutralize violence and its effects
have not significantly impact on rates of violence. Based on this hypothesis the following
research estimates the impact of public spending in defense and security and his relation to
a decrease of violence rates using multiple regression analysis and a descriptive
statistics. As a result the spending in security and defense on his own does not contribute
to decrease violence levels, is required to create optimal development scenarios does allow
to achieve sustainable levels accompanied by socioeconomic security aspects to ensure life
standards, employment opportunities, poverty reduction and confidence in the judiciary
sector in order to counter the threats of violence to prevent the emergence of new forms of
crimes.

Keywords: Homicide, Attacks, Displacement, kidnapping, Public Spending in Defense and
Security, Violence, Crimes

JEL classifications: D74.H56.R38.
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INTRODUCCIÓN
El interés académico por el estudio del gasto en defensa y seguridad toma relevancia a
finales de la segunda guerra mundial y comienzo de la guerra fría. La carrera armamentista
entre las potencias mundiales y la lucha por defenderse de amenazas externas potencializó los
esfuerzos por fortalecer la seguridad y la soberanía. El término gasto militar surge como (…)
“Una expresión genérica para hacer referencia a los recursos destinados a la financiación de
las fuerzas militares, bajo el entendimiento de que estas encarnaban la esencia de las
estructuras de defensa del Estado (…)” (Urrutia, 2004 p.5). Sin embargo para el caso
colombiano el término se ha extendido a Gasto en Defensa y Seguridad, destinado
fundamentalmente a contrarrestar el conflicto interno.
La violencia en Colombia ha desencadenado condiciones estructurales de pobreza y
desigualdad que han creado escenarios propicios para el accionar delictivo; por esta razón el
Gasto en Defensa y Seguridad ha tomado gran importancia dentro de los diferentes gobiernos,
haciendo que cada vez se asignen mayores recursos a este sector, sin embargo, este esfuerzo
económico no se ha traducido en mayores niveles de seguridad, lo cual ha suscitado polémicas
e intensos debates. El termino violencia abarca diversos aspectos, que varían de acuerdo al
entorno en el que se desarrolla, uno de ellos es, la violencia generada por el conflicto
protagonizado por las guerrillas, los paramilitares y el narcotráfico, bajo este contexto se
utilizara el termino violencia en esta investigación, dada la influencia que ha tenido sobre el
comportamiento de los principales índices de violencia, tales como: número de homicidios por
cada cien mil habitantes, ataques, desplazamiento forzado y secuestros.
Con base en lo anterior, en esta investigación se analizó la incidencia del gasto público
destinado a defensa sobre los índices de violencia mencionados anteriormente. Mediante
modelos de regresión múltiple y análisis de estadística descriptiva, se concluyó que el esfuerzo
económico destinado al sector defensa y seguridad no contribuye a la disminución de la
violencia por sí solo, es necesario que se complemente de escenarios óptimos de desarrollo que
impidan la evolución de actividades violentas y criminales. El presente informe está compuesto
por seis capítulos, en el primero se encuentran los fundamentos teóricos con los que basa esta
investigación; el segundo incluye una revisión de las principales políticas públicas de seguridad
a partir de los planes de desarrollo; el tercero y el cuarto encierran el comportamiento que ha
tenido el Gasto en Defensa y Seguridad y los índices de violencia y finalmente, en los
capítulos cinco y seis se desarrolla el modelo econométrico y las respectivas conclusiones.
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1. FUNDAMENTOS TEÓRICOS
El papel del Estado y sus decisiones de gasto son temas de debate en la ciencia económica,
no solo en el sentido de la cantidad de recursos inyectados a la economía sino también en el
momento coyuntural en el que se aplican, destacando su productividad y eficiencia. De este
modo, esta investigación de apoya en la disciplina de hacienda pública, la cual ha sentado
algunas bases en el desarrollo de políticas públicas encaminadas a proyectos de seguridad y
defensa.
En 1877 el economista alemán Adolf Wagner, postuló la “Ley del Crecimiento Secular del
Gasto Público”, en la cual demuestra, mediante métodos estadísticos, que el gasto del gobierno
aumenta a lo largo del tiempo, tanto en términos absolutos como relativos y la relación gasto
público/PIB se incrementa permanentemente; en este sentido, los gobiernos centrales satisfacen
cada vez más las necesidades económicas de la población. Para explicar el aumento del gasto,
Wagner argumenta las siguientes razones:
“(…)1. Un incremento relativo en los costes de la administración pública, el orden legal y
la regulación de la actividad económica, a medida que la sociedad se desarrollaba. 2. Las
actividades culturales y de bienestar proporcionadas por el Estado se decía que tenían una
elasticidad-renta de demanda mayor que uno, esto es, a medida que la renta aumentaba, la
demanda de esos servicios aumentaría más que proporcionalmente (…)”. (Pearce, 1999, p.
236)

Esta lógica corresponde al periodo histórico en el que la ley de Wagner se hizo célebre en la
literatura económica, a mediados del siglo XX el intervencionismo estatal se acentuó en todo el
mundo, así como las funciones del gobierno central, que hasta ese entonces se limitaban a
servicios como la justicia y la política. Diferentes críticas se han formulado a las premisas de
Wagner, argumentando que el autor explica el comportamiento del gasto público en el pasado,
pero no necesariamente debe seguir este comportamiento en series futuras y además su análisis
no tuvo en cuenta las guerras, siendo esta una variable decisiva en el aumento del gasto
público, que inclusive en periodos posteriores tiende a permanecer en niveles elevados
(Restrepo, 2007).
Sin embargo, se consideró más relevante el tema de gasto público a partir de los postulados
realizados por John Maynard Keynes quien argumentó que el gasto público no es relativamente
improductivo, en comparación con el sector privado y, por tanto, el gasto público no es neutro,
es un componente importante para el desarrollo de una nación. Keynes (1936), dentro de sus
9

propuestas para recuperar la economía de la gran depresión de 1929, planteó la teoría del
Estado Benefactor1, en donde le da especial importancia al intervencionismo estatal y la
participación del gasto público en el aumento de la demanda agregada, mecanismos que
dinamizarían la economía posteriormente. Estas afirmaciones sentarían las bases para el
concepto del efecto desplazamiento desarrollado posteriormente por Alan Peacock y Jack
Wiseman.
Es así como el efecto desplazamiento pretende explicar el desarrollo temporal del
crecimiento del gasto público, discrepando en este aspecto con la ley de Wagner que postula un
crecimiento permanente. El postulado establece que la persistente divergencia entre el gasto
público ideal y los límites de impuestos, puede ser atenuada por perturbaciones sociales
capaces de generar choques de inseguridad, como, por ejemplo, las grandes guerras; forjando
cambios bruscos en el crecimiento natural del gasto. Peacock y Wiseman lo explican en su obra
The Growth of Public Expenditure in the United Kingdom al decir:
“(…) This divergence may be narrowed by large-scale social disturbances, such as
major wars. Such disturbances may create a displacement effect, shifting public
revenues and expenditures to new levels. After the disturbance is over new ideas of
tolerable tax levels emerge, and a new plateau of expenditure may be reached, with
public expenditures again taking a broadly constant share of gross national product,
though a different share from the former one (…)” (Peacock & Wiseman, 1961, p. 25)
Donde se concluye que el crecimiento del gasto, pese a que en algunas circunstancias puede
ser estable, ante épocas de crisis sociales sufre cambios que establecen en el largo plazo niveles
más altos de gasto. Esto se debe a dos aspectos: “(...) People will accept, in times of crisis,
methods of raising revenue formerly thought intolerable, and the acceptance of new tax levels
remains when the disturbance has disappeared (…)” (Peacock & Wiseman, 1961, p. 25).
En periodos extraordinarios de crisis, los individuos son más conscientes de las nuevas
necesidades de intervención pública. A esta mayor conciencia, Peacock y Wiseman la
denominan efecto inspección, es decir, los ciudadanos están atentos a la labor del sistema
1

El Estado Benefactor Keynesiano tiene su origen en la Teoría General de la Ocupación, el Interés y el Dinero, la cual se considera el
trabajo magistral del economista británico John Maynard Keynes (1883-1946). Esta teoría estaba a favor de una política de
intervencionismo estatal, a través del cual el Estado utilizaría medidas fiscales y monetarias con el objetivo de mitigar los efectos
adversos de las recesiones, depresiones y períodos de auge económico (Keynes,1936). En 1919 después de la primera guerra mundial
Keynes criticó el tratado de Versalles argumentando que las propuestas sobre el sometimiento económico y social de Alemania y Austria
desencadenaría un conflicto mayor, postulando su libro Las Consecuencias de la Paz, donde deja claro que después de una guerra es
importante generar ambientes de progreso y bienestar en el entorno. Keynes intenta alertar frente a las dolorosas implicaciones que
traería, para todos, una paz negociada de la manera como se hizo. Lastimosamente, pronosticó mucho de lo que poco tiempo después
ocurrió y que, en gran parte, se daba como reacción a lo dispuesto en Versalles. A pesar de los intentos de Keynes, quienes tenían en sus
manos la solución hicieron caso omiso de los llamados para evitar las devastadoras consecuencias de esa paz.(Keynes 1987)
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público y una vez superada la situación de crisis el nivel de tolerancia, en cuanto a los
impuestos, desciende a un nuevo punto de calma, asociado a niveles de estabilidad, por tanto, el
nivel de gasto público se tiende a reducir.
A la luz del Public Choice2 y los aportes de James Buchanan, los gobiernos ejecutan su
presupuesto y toman decisiones de política con el propósito de alcanzar su objetivo inmediato,
ganar nuevamente las elecciones y permanecer en el poder, por esto es que ellos se benefician
de las situaciones críticas del país para explicar su intervención aumentando el gasto público
destinado a solucionarlo. Sin embargo, este no volverá a su nivel inicial. Adicionalmente,
Buchanan respalda los postulados de Peacock & Wiseman en su libro Hacienda pública en un
proceso democrático suponiendo un posible acuerdo genuino de desarme que genere una
disminución drástica del gasto militar que impacte fuertemente la estabilización sustancial del
gasto, argumentando que: “(…) Un desarme efectivo produciría inmediatamente presiones
vigorosas para expansionar los programas de gasto con fines no militares y no se presentarían
obstáculos a tantos programas derivados de la aplicación de impuestos adicionales”.
(Buchanan, 1973, p.71). Análisis que evidencia una posible razón para que el gasto se
incremente luego de un periodo de conmoción, ampliando el estado de bienestar.
Richard Musgrave y Peggy B. Musgrave (1984) en su libro, Hacienda Pública teórica y
aplicada, hablan del efecto umbral del gasto y la financiación de la guerra; argumentan que los
electores naturalmente se oponen al alza de impuestos, pero bajo circunstancias especiales, en
las cuales el incremento de estos es obligatorio, pero temporal. Como las guerras, la población
estará dispuesta a pagar más tributos a cambio de su seguridad, inclusive, después de finalizada
la guerra, podrían mantener un nivel superior al inicial. Los autores argumentan que: “Los
gastos bélicos desplazan, en primer lugar, a los privados para verse luego relegados por otros
gastos públicos que no corresponden a un estado de excepción (…)” (Musgrave & Musgrave,
1984, p.153). En síntesis, un incremento presupuestario por las guerras puede servir para
aumentar el umbral del gasto destinado a otros sectores o con otros objetivos diferentes a la
guerra, de otro modo, hubiese sido difícil imponer un mayor nivel de impuestos con la fácil
aceptación de la población.
Desarrollos recientes en la hacienda pública se encuentran relacionados con el concepto de
costo público. En este sentido, Ramírez (1998) lo describe como la determinación de tipo

2

La teoría del Public Choice trata de vincular el análisis económico a la política, argumentando que los gobernantes, así como cualquier
otro agente económico, actúa con el fin de maximizar su propio beneficio. James Buchanan es considerado el fundador de esta corriente
del pensamiento económico.

11

cuantitativa destinada a cubrir los servicios públicos. El autor argumenta que esta decisión es de
carácter político más que económico o financiero, son los dirigentes y gobernantes quienes –
mediante una evaluación previa de necesidades colectivas– deciden cuánto y cómo distribuir el
gasto. Al mismo tiempo, para el autor, el Estado extrae recursos del sector privado para
financiar la prestación de los servicios públicos, esto lleva a que el poder de compra de los
particulares se vea reducido a causa del incremento en los impuestos y la demanda de bienes,
por parte del Gobierno, afecte el nivel de precios.

1.2 ALGUNOS APORTES RECIENTES
En la literatura económica se han dedicado diversos estudios al análisis del impacto de
variables macroeconómicas en los índices de violencia, estas investigaciones se han abordado
desde diferentes enfoques y metodologías, uno de ellos es el artículo “Crime and punishment an
economic approach”, en el cual se desarrolla el concepto de Economía del Crimen, desde la
aplicación del enfoque de la teoría económica convencional al problema del crimen; mediante
un modelo denominado The Cost of crime; donde la criminalidad es una actividad sujeta a un
factor de riesgo, en la cual el comportamiento delictivo de los individuos depende de los
beneficios y costos de quebrantar las normas y la probabilidad de ser castigado , definiendo así
un mercado de delitos donde se establece la cantidad de crimen como producto de la
interacción entre una oferta de delitos de los criminales y una demanda de protección contra el
delito. (Gary Becker 1968)
Basados en el modelo desarrollado por Gary Becker, los economistas Manfred Grautoff
Laverde, Fernando Chavarro Miranda y Andrés Felipe Arce (2011), realizan un estudio acerca
de los factores que inciden sobre el crimen de alto impacto en la capital Colombiana, en esta
investigación desarrollan El Modelo del Torneo Criminal, en el cual se asume que un
delincuente compite con otros en un mercado de actividades delictivas. Dado que los incentivos
de delinquir se fijan con anticipación y son significativamente altos, el delincuente da lo mejor
de sí mismo para llevar a cabo determinado delito, eliminando de este modo el factor morar. El
estudio encuentra que Bogotá es vulnerable a la actividad violenta y criminal, en primera
medida por la ausencia de políticas públicas de seguridad a lo largo de la historia, el problema
de violencia solo tomó importancia a nivel distrital a partir de la primera administración de
Mockus, en la cual se desarrollaron programas para general cultura ciudadana; en según lugar,
la alta desconfianza de la población hacia las autoridades, lleva a que el nivel de denuncias sea
12

bajo, en consecuencia la impunidad se convierte en un hecho común, adicional a esto, la
ausencia de denuncias lleva a carencia de información veraz, de este manera no hay fuentes
confiables que permitan formular planes de acción eficientes para contrarrestar los delitos que
más afectan a los ciudadanos; finalmente, teniendo en cuenta que la criminalidad es una
actividad racional, los delincuentes deciden infringir la ley dada la baja probabilidad de ser
castigados y las altas remuneraciones que reciben al delinquir en comparación con los ingresos
que obtienen por la vía legal. (Grautoff, Chavarro y Arce, 2011)
Con respecto a la disciplina de hacienda pública, Mauricio Rubio (1997) desarrolla un
análisis de costo-beneficio sobre la asignación de los recursos públicos en las agencias
encargadas de combatir o prevenir el delito, donde se encuentra que a pesar de los
significativos esfuerzos en la consecución de recursos, los avances en el tema de asignación han
sido precarios, igualmente se observa incapacidad para evaluar la eficacia específica del gasto
orientado a seguridad. Dicho análisis se desarrolla desde tres teorías económicas; la economía
política “hobbesiana”, la nueva economía institucional y la teoría económica de las mafias,
donde se concluye que el principal problema se encuentra en las instituciones que son
incapaces de regular las reglas de juego, los costos de transacción y la falta de información
acerca del conflicto armado, haciendo imposible determinar hacia dónde van los recursos y
cómo se deben administrar apropiadamente.
Tobar, Riveros y Soto (1999) exploran los efectos que tiene el gasto militar en el
crecimiento económico y las finanzas públicas, igualmente analizan las consecuencias de
reducirlo y hacerlo más eficiente. Estudios recientes demuestran que el aumento del gasto
militar no se ha traducido en mayor capacidad de proveer defensa, dada la ineficiencia de la
fuerza pública en alcanzar los objetivos en materia de seguridad, razón por la cual el gobierno
central se ha visto en la obligación de aumentar sostenidamente el presupuesto del sector.
Andrés Felipe Arias y Laura Ardila (2003) desarrollaron un trabajo investigativo
denominado Military expenditure and economic activity: the colombian case; donde se plantea
un modelo de ciclo económico real, con el fin de cuantificar el costo de un conflicto interno o
guerra sobre la actividad económica. Miden el efecto desplazamiento del gasto militar sobre la
expansión de la producción, donde se concluye que en el largo plazo este gasto incrementa en
el 1% la producción, beneficiando los niveles de consumo e inversión y demás variables
macroeconómicas dinamizadoras de la economía, sin embargo, este trabajo no toma en cuenta

13

la eficiencia del gasto militar y sus efectos sobre los índices de violencia, lo cual es importante
para garantizar un crecimiento sostenido en la economía (Arias y Ardila, 2003,p.13).
En el artículo El gasto en defensa, justicia y seguridad dos economistas estudian las
consecuencias del crimen sobre el gasto óptimo destinado a justicia, defensa y seguridad.
Mediante el modelo de un agente racional (optimizador), muestra que este gasto ha tenido un
aumento sostenido desde 1950, producto de la guerra bipartidista, el narcotráfico y el conflicto
con las guerrillas, sin embargo, la tasa de delitos, especialmente contra la vida, no ha
disminuido pese al incremento del gasto para defensa, razón por la cual la eficiencia de este
gasto es juzgada permanentemente. En consecuencia, “valdría la pena establecer las
condiciones bajo las cuales son óptimos ciertos niveles y aumentos del gasto”. Los autores
concluyen que son necesarias más acciones por parte del Estado que mejoren la eficiencia de
las políticas públicas concernientes con este sector. (González & Posada, 2000, p.55)
La violencia en Colombia ha sido un problema constante por más de medio siglo, generando
como respuesta común de los diferentes gobiernos el incremento en el gasto público para
defensa, asumiendo así que aumentar la capacidad de las fuerzas armadas implícitamente
aumenta la eficiencia del Estado en la lucha contra el crimen. Sin embargo, no se han percibido
mejoras contundentes en la situación de criminalidad. Los trabajos revisados no logran
establecer un consenso claro sobre la incidencia del gasto público en defensa sobre los
diferentes índices de violencia o sobre el crecimiento, la mayoría de autores difieren acerca de
la efectividad o no del gasto destinado a defensa y seguridad, por tanto, este trabajo de
investigación pretende encontrar la participación que ha tenido el aumento sostenido del gasto
del sector defensa sobre los diferentes índices de violencia.
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2. POLÍTICAS PÚBLICAS DE SEGURIDAD Y DEFESA: UNA MIRADA
DESDE LOS PLANES DE DESARROLLO 1990-2010
La creciente dinámica de violencia en el país ha llevado a los diferentes gobiernos a
reconocer la importancia de incluir dentro de sus planes de desarrollo políticas públicas de
seguridad que permitan aminorar el conflicto armado y sus consecuencias. Esta iniciativa tomó
fuerza luego de la consolidación de la Constitución de 1991 dado que en esta se incluyen
conceptos de seguridad ciudadana y convivencia pacífica, reconociendo la importancia de la
acción conjugada entre el Estado y los entes territoriales para alcanzar niveles satisfactorios de
seguridad. Con base en lo anterior, en este capítulo se analizarán las estrategias propuestas en
materia de defensa y seguridad de los presidentes electos durante el periodo en estudio con el
propósito de analizar los resultados de las mismas.
2.1 LA REVOLUCIÓN PACÍFICA: CÉSAR AUGUSTO GAVIRIA TRUJILLO
1990-1994
La aguda situación de violencia que afrontaba el país a finales de la década de los años
ochenta, protagonizada, principalmente, por los carteles del narcotráfico y sus acciones
terroristas, como los atentados al edificio del DAS, al diario El Espectador, al avión de Avianca
y centenares de asesinatos a civiles, militares y políticos, entre ellos el candidato presidencial
Luis Carlos Galán, puso en jaque la institucionalidad del Estado colombiano, forjando un gran
desequilibrio político, económico y social. En agosto de 1990, César Augusto Gaviria Trujillo
asume la presidencia de la república, con el objetivo de concretar la reforma constitucional que
se había estado gestando desde gobiernos anteriores con proyectos políticos ambiciosos, pero
sin mayor éxito, los propósitos principales fueron la apertura económica y la disminución del
accionar del gobierno central mediante la descentralización del poder Ejecutivo, así se
pretendía dar solución, de forma creativa e ingeniosa, a la crisis descrita anteriormente. (García
& Morales, 2011, julio 2)
‘La Revolución Pacífica’, el plan de desarrollo esbozado por el gobierno Gaviria, buscó
mantener y consolidar el carácter democrático del país, en consecuencia, una transformación
institucional resultaba prioritaria, dada la crisis de legitimidad que atravesaba el Estado por
presuntos nexos con la corrupción y el narcotráfico. Es así como se empiezan a crear
organismos para el fortalecimiento del servicio de justicia y a su vez la defensa y seguridad de
la nación, un ejemplo de ello es la Fiscalía General de la Nación, la Corte Constitucional y el
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Consejo Superior de la Judicatura, las cuales se encargarían de generar confianza jurídica
mediante la acción penal y actuaciones judiciales. Por otro lado, en 1992, se crea la Unidad de
Justicia y Seguridad dentro del Departamento Nacional de Planeación, esta estaría encargada de
promover y participar en la formulación de políticas, planes, programas y proyectos de
inversión en los sectores de justicia, defensa y seguridad, orientada a la planificación del gasto
en justicia y seguridad y al diseño de cambios institucionales del sector. (Plan Nacional de
Desarrollo (PND): La Revolución Pacífica 1990-1994).
Consecuentemente se concibió La Consejería Presidencial para la Defensa y Seguridad3 la
cual definiría las políticas de defensa, el manejo de los conflictos tanto internos como externos
y la coordinación de los planes propuestos para ello. El mayor aporte estuvo en definir la
multiplicidad4 de la violencia, lo cual permitió la unificación de criterios que le dieran
coherencia a las políticas de seguridad y defensa, es así como se formula “la Estrategia
Nacional Contra la Violencia” donde se destacan dos temas, el militar y el de justicia,
herramientas indispensables para la consolidación de las políticas de paz esbozadas por el
Gobierno, con las cuales se pretendía conciliar con los grupos alzados en armas mediante
negociaciones judiciales que permitieran contrarrestar la intromisión del narcotráfico en la vida
pública a través de la política de sometimiento. Pese a los ambiciosos proyectos de la
Consejería, su papel se redujo a tomar medidas de emergencia frente a altercados del orden
público, que para la época eran frecuentes, de modo que no se lograron crear medidas de acción
contra la violencia que tuvieran continuidad. (Leal, 2002)
Con la nueva Constitución de 1991 y la creación de entidades al servicio de la justicia, la
defensa y la seguridad, se abrieron las puertas a nuevos y mejores mecanismos para combatir el
conflicto armado y sus consecuencias, estas reformas llevaron a que el Estado se involucrara
directamente con las estrategias que combatieran los problemas de orden público que
enfrentaba el país; el nombramiento del consejero Rafael Pardo como ministro de Defensa
Nacional y a otro civil como director del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS),
rompió el esquema del Frente Nacional, donde estas entidades solo estaban a cargo de
militares, hecho que generó un cambio significativo, al reconocer que las soluciones a los
problemas de seguridad debían tener la acción conjugada del Estado y las fuerzas militares,
razón por la cual este pasaba a ser un asunto político y no netamente militar.
3

Consejería Presidencial para la Defensa y Seguridad, creada mediante el Decreto 1874 de agosto de 1990, la cual había sido propuesta
en las conclusiones de la Comisión Presidencial para la Reforma de la Administración Pública, establecida mediante el Decreto 1150 de
1989 por el presidente Virgilio Barco.
4
Principales factores de violencia en el país; guerrilla, narcotráfico, paramilitares y delincuencia común.
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No obstante, esta transición no resultó fácil, primero por la poca credibilidad que tenían las
fuerzas militares para combatir el narcotráfico y segundo por la debilidad del Estado para
sancionar el accionar delictivo de los grupos narcoterroristas; la política de sometimiento
corroboró este hecho. Las negociaciones del Gobierno con los grandes capos del narcotráfico
fracasaron con el hecho quizá más vergonzoso del gobierno Gaviria, la fuga de Pablo Escobar
de la Catedral5, quedando así en evidencia la corrupción perpetrada por el narcotráfico entre las
fuerzas castrenses del país. Estos altercados llevaron a que el gobierno Gaviria fortaleciera la
lucha antisubversiva mediante la creación de brigadas móviles, la incorporación de soldados
profesionales y el apoyo logístico de inteligencia con nuevas tecnologías, así, después de año y
medio de su fuga, se logró dar de baja al mayor objetivo militar del cuatrienio. (Leal, 2002)
En síntesis, el Gobierno no logró defender democráticamente su postura pacifista, pues no
encontró el balance perfecto entre fuerza armada y política, los diálogos emprendidos no
prosperaron. Sin embargo, Gaviria buscó negociar con los grupos alzados en armas
demostrándoles que el camino hacia la paz no requería de la confrontación armada, estos
propósitos tampoco tuvieron eco, pero dejó las puertas abiertas para que futuros presidentes
realizaran diálogos de paz y procesos de desmovilización, la Ley 104 de 1993 modificada y
erogada por la ley 418 de 1997 llamadas de orden público instituyeron instrumentos para la
búsqueda de la convivencia y la eficacia de la justicia. Esta última permitió la reinserción de los
guerrilleros y las llamadas milicias populares a la vida ciudadana por medio de la entrega o el
indulto, y la protección a testigos, igualmente, autorizaba al Presidente a crear una única curul
por cada grupo que se desmovilizara, también, les prohibía a los gobernadores y alcaldes
adelantar gestiones en materia de orden público sin la autorización expresa del Primer
Mandatario.
Los problemas de seguridad que enfrentó el país durante este cuatrienio llevaron a que el
Gobierno reconociera la necesidad de disponer mayores recursos para la preparación de la
fuerza pública y así sustituir la ausencia del Estado en ciertos municipios, a través de la
prevención y posterior sanción del delito, mediante el incremento del pie de fuerza de soldados
profesionales que permitiera la conformación de dos nuevas brigadas móviles. A su vez, el
Gobierno justificó el estado de “conmoción interior” afirmando que durante la vigencia de este
habían muerto 760 guerrilleros y capturados 1860, entre los cuales se encontraban 20
comandantes; con respecto del narcotráfico señalaban más de 10.000 allanamientos al cartel de
5

Nombre que se le dio a la cárcel de máxima seguridad en Medellín donde pidió ser recluido Pablo Escobar y donde se alojó con todas
las comodidades y excentricidades que lo caracterizaban.
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Medellín y la entrega o captura de sus principales capos. Lamentablemente, estos logros se
vieron opacados por la ofensiva de la subversión, la cual incrementó la extorsión y el secuestro
para financiar la guerra contra el Estado, adicional, los grupos insurgentes contaban a su favor
con la falta de decisión oficial del Gobierno para asumir una agresiva política que concordara
con la inesperada descentralización y apertura económica, por lo que infiltrarse en la política
resultó una estrategia fácil y letal para la soberanía del país. (Leal, 2002 p.95)
Claramente, los esfuerzos del Estado por combatir la violencia no tuvieron los resultados
esperados, el balance –a finales de esta administración– era preocupante, no había una política
clara de seguridad, pues para 1994 el país afrontaba la mayor lucha sanguinaria. Entonces,
Gaviria centró sus esfuerzos en combatir a los cabecillas del narcotráfico, pero nuevas y peores
formas del crimen organizado emergían dentro del territorio nacional, el terrorismo, la guerrilla
y los paramilitares no eran el único problema de orden público, el incremento de la
delincuencia en los centros urbanos y la ausencia del Estado en las zonas rurales aumentaron la
percepción de inseguridad de la ciudadanía, en pocas palabras, esta administración ambicionó
mucho, pero adelantó muy poco en materia de seguridad.
2.2 EL SALTO SOCIAL: ERNESTO SAMPER PIZANO 1994-1998
Ante la hecatombe institucional que vivía Colombia –tras la reforma constitucional de 1991
y el comienzo de apertura económica– llegó al poder, en 1994, Ernesto Samper Pizano, quien
propuso ‘El Salto Social’, como plan de gobierno, dando gran importancia a temas como: el
capital humano, la generación de empleo, la educación, la consolidación gradual de la apertura
y el aumento de la competitividad económica; adicionalmente se reconoció la grave crisis
política y social que afrontaba el país por culpa de la violencia y el narcotráfico. Para
contrarrestar esa realidad Colombia desarrolló estrategias a partir de tres puntos clave: justicia
para todos, derechos humanos y seguridad ciudadana. (PND: El Salto Social 1994-1998)
Como primera medida, Samper propone una reforma a la rama judicial, la cual estaría
encaminada a mayores niveles de autonomía y eficiencia, así se pretendía descongestionar y
dinamizar los procesos judiciales, facilitando el acceso a los servicios jurídicos con la intención
de disminuir la impunidad e incrementar las penas para amedrentar a los delincuentes. Para
fortalecer este proceso también se desarrollarían acciones puntuales, el fortalecimiento del
sistema carcelario, el proceso de resocialización del delincuente y la atención a las víctimas del
conflicto, especialmente, en lo relacionado con asistencia médica, legal y psicológica y de esta
forma preservar los derechos de los ciudadanos. Para alcanzar estos objetivos se propusieron
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cinco programas y se les otorgó un costo estimado (Ver Tabla 1). Estos valores evidenciaban
aumentos graduales en el presupuesto de seguridad, justicia y defensa de la nación, tan solo de
1995 a 1996 aumentarían en un 63% y, finalmente, del periodo presidencial los costos
destinados a cada uno de los programas casi que se triplicarían.
Tabla 1
Sector Justicia, Costo estimado de los proyectos de inversión según programas
(Millones pesos de 1994)
PROGRAMAS
Apoyo técnico y humano al sistema judicial
Acceso a los servicios judiciales, administración de
justicia y derecho
Prevención del delito y atención a las víctimas
Detención, cumplimiento de pena y rehabilitación
Plan nacional para erradicación de la droga
TOTAL

1995

1996

1997

1998

95-98

31.608

51.582

65.481

70.394

219.065

543

820

1.788

2.950

6.100

275

1.179

2.338

2.418

6.209

15.461

25.504

35.652

50.166

126.783

200

1.780

2.310

2.310

6.600

128.238

364.757

48.087

80.865 104.066

Fuente: PND ‘El Salto Social‘, El tiempo de la gente 1994-1998

Por otro lado, para superar la violencia y preservar los derechos fundamentales, Samper
propuso una política de regularización del conflicto establecida a partir de instrumentos legales
basados en el derecho internacional humanitario, así se buscaba mitigar las consecuencias del
conflicto que afectaban a la población civil (desplazamiento, extorsión y masacres). Para
alcanzar estos objetivos, el gobierno propuso la creación de una red informática que permitiera
una eficaz y oportuna atención a las víctimas del conflicto; un programa de protección de
testigos; mayor presencia de instituciones locales como las personerías municipales y los
comités municipales de derechos humanos y la Cruz Roja con el fin de establecer programas de
protección humanitaria a la población desplazada, basado en estrategias que permitieran la
reubicación y reinserción social; la generación de empleo, y la satisfacción de necesidades
básicas insatisfechas.
En lo relacionado con la seguridad ciudadana, el gobierno Samper reconoció que el
incremento de homicidios afecta principalmente a los jóvenes, este hecho no permite el
desarrollo normal del país y disminuye la esperanza de vida del colombiano, razón por la cual
propuso el fortalecimiento de la Policía Nacional con el propósito de disminuir el índice de
delitos mediante programas que permitieran independizar y fortalecer la institución, mejorando
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así el bienestar del policía en lo que tiene que ver con la salud, la vivienda y la educación. Con
estos incentivos, la Policía Nacional recobraría su imagen frente a la ciudadanía, incrementando
cobertura por metro cuadrado y combatiendo, principalmente, la delincuencia común, los
delitos económicos, el contrabando y el narcotráfico. Paralelamente se desarrolló El Sistema de
Participación Ciudadana y La Red Nacional de Quejas, como mecanismos de cooperación de la
ciudadanía con la justicia, logrando la acción conjugada entre las instituciones y los
ciudadanos, garantizando la seguridad para todos en el país. (PND: El Salto Social 1994-1998)
La implementación de dichas propuestas se vio afectada por la realidad social, el
agravamiento del orden público y las crecientes restricciones financieras del país, que para el
periodo 1997 enfrentaba un alarmante déficit por el estancamiento que sufrió la economía
colombiana y, en particular, los recortes en el gasto que se generaron por el oscuro panorama
de las finanzas públicas; contradictoriamente, durante este Gobierno, se hizo el mayor esfuerzo
económico en el sector de seguridad y defensa, en Colombia, desde 1926 hasta el presente, la
economía ha destinado para su seguridad, en promedio, el 1,8% del PIB, con un mínimo de
0,5% en 1930 y un máximo de 3,6% en 1997. A pesar de esto, no se notaron mejoras
contundentes en materia de justicia, derechos humanos y seguridad ciudadana, dado que dicho
incremento se presentó por el crecimiento en los gastos de funcionamiento, producto de la
reforma de nivelación salarial de 1992 y en menor proporción por los recursos invertidos para
temas de movilidad, inteligencia y comunicaciones. (Tobar, Riveros & Soto 1999, pág. 167)
Después de todo, el balance sobre las políticas propuestas en materia de seguridad durante la
administración de Ernesto Samper es desalentador, básicamente, porque los propósitos
planteados se vieron opacados por el caos político y judicial que desencadenó la inestabilidad
de su mandato por las acusaciones en su contra a raíz de la participación del narcotráfico en su
campaña electoral, hecho que dio origen al proceso 8.000, mediante el cual se inició la ofensiva
judicial contra el presidente. Ante este panorama, el ejecutivo y la fuerza pública tuvieron que
improvisar para afrontar los problemas de orden público que atravesaba el país, razón por la
cual las intenciones de paz del Gobierno se vieron frustradas por la falta de coordinación entre
el Estado y las fuerzas militares, hecho que llevó a que se dispararan las cifras de
desplazamiento forzado, producto de la guerra con los grupos alzados en armas y su inminente
vinculación con el creciente negocio del narcotráfico.
Lo anterior generó una Colombia a la deriva, carente de políticas claras ante la apremiante
situación de violencia, la ausencia de la fuerza pública en muchos de los departamentos del país
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agudizó el conflicto armado. Sin duda, el desprestigio internacional del gobierno Samper
representaba una gran amenaza para la lucha contra el narcotráfico, razón suficiente para que
Estados Unidos se involucrara en la lucha contra las drogas, lo que explica la obsesiva presión
estadounidense sobre el gobierno colombiano para ejecutar la política antidrogas establecida y
financiada, en gran medida, por el país del norte, tanto así que para 1996 el presidente Clinton
autorizó el desembolso de 13.783 millones de dólares, representados en equipos de inteligencia
y aeronaves militares; para 1997 la ayuda fue de 15.063 de los cuales se destinó gran parte para
el desarrollo de dos bases antinarcóticos (Valle del Cauca y Putumayo) y en fortalecimiento
militar. Pese a estas medidas los cultivos ilícitos se incrementaron 25% de 1990 a 1995 y 58%
de 1995 a 1997 pasando de 40.100 hectáreas en 1990 a 79.500 en 1997. Ni las fumigaciones
con glifosato ni los programas de desarrollo alternativo lograron derrotar la altísima
rentabilidad de los cultivos cocaleros, este hecho colocó a Colombia como el primer productor
de coca en el mundo con más de 100.00 hectáreas cultivadas en 1998. (Tokatlian, 1997; Leal,
2002).
Así mismo, durante la administración Samper las fuerzas militares no se destacaron en el
campo operativo que es fundamental en cuanto al manejo de temas de seguridad y de orden
público, las medidas que se adelantaron no implicaron transformaciones significativas, estas se
enfocaron en el aumento de brigadas móviles, pero no en el incremento del número de soldados
profesionales, lo que ponía en desventaja a las fuerzas militares ante el modus operandi de los
grupos subversivos. En 1997 se consolidan las AUC6 (Autodefensas Unidas de Colombia), este
hecho demostró el deterioro del Gobierno, el cual se mostraba impotente ante la aguda
situación de violencia, esta realidad forjó el escenario perfecto para que los grupos insurgentes
se fortalecieran y encontraran en el narcotráfico, el secuestro, la extorsión, el desvío de dineros
oficiales y regalías fuentes de financiación para fortalecerse y contraatacar la ofensiva militar.
Pese a la resolución de justicia emitida en 1997 donde se excluyó la responsabilidad del
presidente Ernesto Samper en el proceso 8.000, el Gobierno nacional no recobró su legitimidad,
pues un gran número de ministros, senadores y congresistas de esta administración fueron
condenados por tener nexos con el narcotráfico lo que dimensionó la crisis que afrontaba el
Estado colombiano, y que lo caracterizó durante las últimas dos décadas, pues evidenció la

6

Grupo paramilitar que unificó las antiguas actividades al margen de la ley permitidas por el Estatuto Orgánico para la Defensa Nacional
expedido en 1965 y la Ley 48 de 1968, alentada y fortalecida por el narcotráfico, que conformaron grupos de defensa privada en las
regiones en las que compraron tierras para dar legitimidad a dineros ilícitos y contraatacar las agresiones de la guerrilla. (LEAL, 2002)
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debilidad institucional del Gobierno y la fuerte incidencia negativa de los grupos alzados en
armas en el desarrollo económico del país.
2.3 CAMBIO PARA CONSTRUIR LA PAZ: ANDRÉS PASTRANA ARANGO
1998-2002
Andrés Pastrana asume la presidencia el 7 de agosto de 1998,Su gobierno comienza con el
firme propósito de llevar a cabo diálogos con los principales jefes guerrilleros y lograr un
camino negociado que le ponga fin a la violencia; su cercanía con el máximo dirigente de las
FARC, Manuel Marulanda Vélez ‘Tirofijo’, y la viabilidad de un posible Proceso de Paz7, hacía
pensar en un gobierno organizado, con estrategias claras y con la intención de crear las
condiciones necesarias para alcanzar la tan anhelada paz.
En lo relacionado con el tema de seguridad, el plan del gobierno Pastrana trabajo a partir de
tres objetivos básicos: (1) sustitución de cultivos ilícitos por medio de programas de desarrollo
alternativos; (2) atención a la población desplazada y (3) acciones priorizadas y focalizadas
hacia regiones donde la violencia ha asumido un carácter crítico. Lo anterior con el propósito
de contribuir desde el sector defensa y seguridad al afianzamiento del crecimiento económico y
la cohesión social del país. (PND: Cambio Para Construir la Paz 1998-2002, p. 306)
Para contrarrestar las amenaza que representaba la Nueva Forma de Operar (NFO) de las
FARC, al pasar de guerra de guerrillas a guerra de movimientos y ante la ineficiencia de la
fuerza pública para combatirla, el gobierno pastrana promovió una reforma militar encabezada
por el Ministro de Defensa, Rodrigo Lloreda, para reorganizar la estructura del ministerio de
defensa y fortalecer las actividades de la fuerza pública, incrementando la capacidad de
combate y la efectividad de las operaciones, en proporción a los nuevos requerimientos de la
guerra con el fin de neutralizar la capacidad de perturbación de quienes actuaban al margen de
la ley, disminuir los índices delincuenciales y mantener una capacidad disuasiva real frente a
amenazas externas. Para lograr esto, el Gobierno invirtió en la profesionalización de las fuerzas
militares para que mayor número de hombres se destinaran a la acción ofensiva; “el ministerio
de defensa ordeno el ingreso de diez mil soldados profesionales a labores contrainsurgentes a
finales de 1998”. (Leal, 2002 p.179) La reorganización militar operativa condujo a acciones
unificadas y en masa desde batallones aumentando así, la capacidad de reacción de las tropas.
Con base en lo anterior se puede decir que la administración pastrana marcó un proceso de
transición, entre un proceso de paz, mediante las negociaciones con grupos insurgentes y el
7

Proceso en el cual el gobierno de Andrés Pastrana busca dialogar con los grupos alzados en armas, especialmente, con las FARC-EP.
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fortalecimiento militar, sin embargo, estas medidas no impidieron el auge de cultivos ilícitos
como la coca y la amapola, en consecuencia, el Gobierno promovió el Plan Colombia para
recuperar la efectividad del Estado en diversos aspectos, como, recuperación económica y
social, seguridad y justicia, plan de democratización y desarrollo social y el proceso de paz.
Para llevar a cabo estos propósitos, se requerían recursos tanto del gobierno como de la
comunidad internacional, razón por la cual Estados Unidos tuvo gran participación en esta
proyecto, por una lado con el apoyo otorgado a la reforma militar creando una comité bilateral
y permanente para asuntos militares de defensa y seguridad y por otro lado cons recursos
destinados a combatir principalmente el problema de las dogas ilícitas.
Según United States General Accounting Office (GAO), en el documento Drug Control in
Colombia, los recursos destinados por parte de Estados Unidos al Plan Colombia fueron los
siguientes:
“(…)$519 million for equipment and training assistance to support Colombian military
counternarcotics operations, $123 millions for similar assistance to support National
Police operations, $ 69 million for alternative development projects in drug-producing
areas, $58 million for judicial reform ad rule of law initiatives, $51 million for
strengthening human rights organizations within Colombia, $38 million for person
displaced as a result of counternarcotics operations, and $3 million for peace process
initiatives (…)”. (General Accounting Office (GAO), 2000, p. 8)

Estados Unidos contribuiría en total con 861 millones de dólares, de los cuales cerca del
75% se orientarían al fortalecimiento bélico de la estrategia antinarcóticos, con proyectos
como la construcción de una Brigada Antinarcóticos en Larandia Caquetá, compuesta por
tres batallones antinarcóticos y la inserción de 30 helicópteros Black Hawk y 33
helicopteros UH-1H Huey, entre otros. La estrategia antinarcóticos estaría acompañada de
actividades de inteligencia que aumentara la capacidad de interceptación de cocaína,
mediante el mejoramiento de radares, aviones, aeródromos y recopilación de inteligencia,
para este fin se destinarían 341 millones de los 519 millones destinados al equipamiento y
asistencia de las operaciones militares antinarcóticos. El otro 25% del total de recursos
provenientes de Estados Unidos, se destinaria a proyectos para la protección de derechos
humanos, a la reforma judicial y los diálogos de paz, básicamente con el objetivo de robustecer
las condenas de narcotraficantes, secuestradores y otros delincuentes que atentaran contra la ley
y la población civil, lo anterior sumado a programas expropiación de bienes producto del
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enriquecimiento ilícito, bloqueo de rutas de comercio de estupefacientes y campañas de
prevención del consumo de drogas. (Emmerich, 2004)
Adicional a la ayuda otorgada por el gobierno Clinton, otros países como España, Noruega,
Japón, Canadá, Suiza y organizaciones como Unicef, El Banco Interamericano de Desarrollo,
El Banco Mundial y la Comisión Europea participaron activamente en el Plan Colombia, sus
aportes fueron aproximadamente de mil millones de dólares, enfocados principalmente al
proceso de paz adelantado por el gobierno. Sin embargo el Gobierno no recibió ayudas
significativas de países vecinos, dada la amenaza que representaba el conflicto armado para las
zonas fronterizas.
Pese a la voluntad de paz del Gobierno, el país vivió durante esta época la más dura
situación de inseguridad, dado que, en pleno proceso de paz, el número de secuestros registró el
índice más alto de la historia, alcanzando 3.547 en el año 2000 y el desplazamiento registró un
incremento de 34% entre 1998 y 2002 pasando de 308.000 a 412.553 familias. Era evidente la
postura ventajosa de la guerrilla, la cual sacó provecho de la zona de despeje8 para fortalecerse
y expandirse por todo el territorio nacional, en busca de verdadero propósito, el estatus de
beligerancia. No obstante, después de tres años de negociaciones, el 2 de junio de 2001, se
firmó el intercambio humanitario9 que permitió la liberación de 358 soldados y policías
retenidos por la guerrilla de las FARC a cambio de 14 subversivos procesados por la justicia
colombiana, pese a esto, no se logró ningún acuerdo en el comité que conformaba la mesa de
negociación.
Luego de plantear diversas propuestas en lo concerniente a temas económicos y políticos,
las expectativas del país por una posible salida negociada del conflicto se perdieron, tras el
creciente accionar delictivo de las FARC. El secuestro de un avión de la aerolínea Aires en el
cual viajaba el senador Jorge Eduardo Gechem, Puso fin a los diálogos de paz en febrero de
2002 y se ordenó la toma militar de la zona de despeje. A finales de esta administración el
Gobierno insistía en la terminación de prácticas como el secuestro, la extorsión y los ataques a
población civil e infraestructura, sin embargo, la pérdida de credibilidad institucional por las
constantes burlas de los insurgentes en el proceso de paz y los repetidos ataques a la
comunidad, generó el exilio y la desolación de pueblos enteros, este panorama, agravado por la
8

La zona de despeje fue conocida como el área del territorio nacional destinado a las negociaciones de paz con la guerrilla de las FARC
Aunque se llamó Acuerdo Humanitario por el intercambio de combatientes enfermos, las partes definieron que solo involucraría a 40
miembros de la fuerza pública y 15 guerrilleros, pero el número creció debido a que la organización insurgente, en lo que llamó un gesto
unilateral de paz, dejó libre a un gran número de uniformados. Las FARC proponían una ley de canje permanente, iniciativa que no tuvo
y no tiene eco en las instancias del Estado, por considerarla improcedente.
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crisis económica que vivió Colombia a finales de la década de los noventa, llevó a que la
calidad de vida de los nacionales empeorara significativamente y en consecuencia, no
materializara ninguna intención de paz.
2.4 HACIA UN ESTADO COMUNITARIO: ÁLVARO URIBE VÉLEZ 2002-2006
A comienzos de este periodo las organizaciones al margen de la ley habían incrementado su
tamaño, su presencia en el territorio y las acciones terroristas contra la población civil y la
infraestructura, en este sentido, el primer gobierno de Álvaro Uribe Vélez implementó un
modelo integral de políticas de seguridad democrática, el cual hace énfasis en los siguientes
puntos: (1) Control del territorio y defensa de la soberanía nacional; (2) Combate al problema
de las drogas ilícitas y el crimen organizado, (3) Fortalecimiento del servicio de justicia y
Desarrollo de zonas deprimidas y de conflicto (PND: Hacia un Estado Comunitario 2002-2006,
p. 29)
Para el cumplimiento del primer objetivo se propuso el fortalecimiento y la
profesionalización de la fuerza pública y el servicio de inteligencia, adicional se plantearon
mecanismos con los cuales se integrarían los organismos de control con el objetivo de
establecer la acción coordinada de los mismos. Con estas estrategias se buscaba crear un círculo
vigoroso capaz de enfrentar amenazas y prevenir las acciones de los grupos armados ilegales
enfocados en los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, sumado a esto, se
consideró de importancia hacer partícipe a la ciudadanía al programa de seguridad democrática,
de este modo se propuso la creación de diferentes estrategias para que la comunidad
proporcionara información relacionada con situaciones de inseguridad en su entorno cotidiano.
Tras el fortalecimiento de la fuerza pública y el servicio de inteligencia, no solo se buscaba
recuperar el territorio y la soberanía nacionales, sino también ampliar las labores para la
erradicación de los cultivos ilícitos, problema que desencadenaba otras dificultades como el
aumento de la lucha armada, el debilitamiento de las instituciones, deterioro de la
gobernabilidad, la economía y la confianza de la población, por tanto, se propuso desarticular
las diferentes fases que componían el negocio del narcotráfico, desde su cultivo hasta su
comercialización, adicional a esto vendría el mejoramiento de los centros o instituciones de
atención, tratamiento y rehabilitación de consumo de sustancias psicoactivas lo que prevendría
y disminuiría el consumo de drogas.
Por consiguiente, el fortalecimiento del servicio de justicia representó un punto neurálgico
en este plan de desarrollo, pues la falta de control y coordinación de las instituciones
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encargadas de impartir justicia truncaban el cumplimiento y la eficiencia de las normas,
ocasionando la pérdida de legitimidad de las mismas y creando incertidumbre entre los
ciudadanos, a lo anterior se sumaba la falta de información sobre aspectos socioeconómicos y
tipos de conflicto, lo que significó un obstáculo en la realización de un diagnóstico previo de la
situación del país en materia de justicia. Básicamente, para mitigar la problemática
mencionada, se propuso instaurar un ordenamiento normativo que facilitara el acceso al
servicio de justicia y el debido cumplimiento del régimen disciplinario acompañado de eficacia
en el sistema penitenciario y carcelario estableciendo sanciones más fuertes.
Igualmente, con respecto del desarrollo de las zonas deprimidas y de conflicto, se
propusieron estrategias de intervención integral con el objetivo de generar alternativas
económicas sostenibles que impulsaran el crecimiento productivo y la ejecución de proyectos
de inversión para establecer una base económica regional que articule todas las fases de
producción y así se logre asegurar el bienestar de los campesinos y comunidades afectadas por
el conflicto armado. Otro aspecto que acompaña este objetivo es el mejoramiento de la
infraestructura física y social, mediante el mejoramiento de la maya vial, expansión de las
telecomunicaciones, mejoras en el servicio de educación y salud y el apoyo permanente del
Gobierno nacional, también se busca realizar transformaciones de tipo económico y social que
faciliten la comunicación de las zonas más deprimidas con el resto del país.
A pesar de todo, los resultados de la política de seguridad democrática son tangibles, las
mejores en materia de seguridad le devolvieron la confianza a los ciudadanos en el Estado, y no
solo eso, sino que estas mejoras se materializaron en logros para el crecimiento económico del
país. Durante este gobierno se trabajó, específicamente, en el fortalecimiento del sector
defensa, el restablecimiento del orden público y la seguridad dentro del territorio nacional, fue
así como a partir de 2003 se empezaron a percibir cambios sustanciales en la reducción de
homicidios, secuestros y actos terroristas.
Durante esta administración se crearon batallones de alta montaña y brigadas de selva, se
aumentaron los batallones contraguerrillas y las brigadas móviles y se formularon planes
especiales para la protección de la infraestructura vial y energética, esto en lo concerniente con
las Fuerza Militares, en cuanto a la Policía Nacional, se formaron escuadrones móviles de
carabineros (Emcar), para brindar una respuesta más efectiva de la autoridad frente a los retenes
ilegales llevados a cabo por los grupos armados ilegales, también se logró restablecer la
presencia de la fuerza pública en todos los municipios del país y se fomentó la acción
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coordinada entre los diferentes organismos de seguridad del Estado. En comparación con el
periodo inmediatamente anterior, la capacidad de combate de las fuerzas militares aumentó casi
en un 50%, el pie de fuerza de la Fuerza Pública creció considerablemente, al pasar de 256.167
a 383.929 efectivos, lo que permitió que la protección en las carreteras y la infraestructura del
país se fortalecieran, llevando así a mayores controles en el territorio nacional.
(Vicepresidencia de la Republica (VR), Observatorio del Programa Presidencial de Derechos
Humanos (OPPDH) y Derecho Internacional Humanitario (DIH), 2008. p.118)
Por esta razón, la dinámica de la confrontación cambió sustancialmente. Como se puede
apreciar en la Tabla 2, las acciones de los grupos armados al margen de la ley se redujeron
considerablemente, gracias a la accion conjunta del Estado y las estrategias propuestas por la
política de seguridad democrática. Es así que los ataques a las infraestructura pasaron de 135 en
2003 a 7 en 2007, registrando una disminucion del 94%, generalmente, las acciones armadas
disminuyeron en un 63,23% de 2003 a 2007, no obstante, y a pesar del aumento de la capacidad
de las fuerzas militares, los ataques terroristas y los hostigamientos se siguieron presentando
significativamente, sumado a esto, el narcotráfico continuó siendo la fuente más importante de
financiación de estos grupos ilegales, lo cual no permitió la neutralización del terrorismo.
Tabla 2
Acciones de los grupos armados al margen de la ley y contactos por iniciativa de la fuerza
pública 2003-2007.
ACCIONES DE LOS GRUPOS
ARMADOS AL MARGEN DE LA LEY

2003

2004 2005 2006 2007

Acto de terrorismo

687

495

686

755

369

Hostigamiento

431

283

216

279

164

302

211

227

111

22

Emboscadas

111

139

109

71

44

Ataques a instalaciones

135

85

137

40

7

1213 1375 1256

606

TIPO DE ACCIÓN Piratería terrestre

TOTAL ACCIONES ARMADAS

1666

Fuente: Vicepresidencia de la Republica et al (2008).p.32.

Con respecto de las autodefensas, durante este Gobierno se desmovilizaron 31.671
integrantes lo cual permitió la reducción de homicidios a cargo de estos grupos, sin embargo,
hay que tener en cuenta que estas bandas no son solamente rurales, también se ha detectado la
presencia en Medellín, Bogotá, Pereira, Armenia, Cali, entre otras, razón por la cual la
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delincuencia común y la violencia se ha disparado en estos centros urbanos agudizando la
situación de inseguridad (Vicepresidencia de la Republica et al, 2008)
Otra situación para destacar es el desplazamiento, pues durante esta administracion mantuvo
cifras significativamente altas, desde el 2000 por lo menos 385.000 familias rurales
abandonaron cerca de 5,5 millones de hectáreas, equivalentes al 10,8% del área agropecuaria
del país. Para 2008 los desplazados emergieron por todo Colombia, las regiones más afectadas
fueron Bogotá, con 56.087 personas desplazadas; Antioquia, 51.918, y Valle del Cauca, 31.527.
En cierto modo, la realidad era evidente en cada semáforo, las ciudades estaban sobrepobladas
por campesinos que tuvieron que dejar sus tierras y pasar necesidades en las grandes ciudades,
este hecho afectó directamente la producción agrícola, situación que disparó las cifras de
desempleo y, a su vez, los índices de pobreza en el país. (Codhes, 2009)
El primer mandato de Alvaro Uribe le dio otro rumbo al país, no solo en materia de
seguridad, sino en otros aspectos macroeconomicos sin embargo, pensar que los objetivos
planteados en este plan de desarrollo se cumplirían en cuatro años, era una utopía, quedaron
muchos aspectos por mejorar, uno de ellos la eliminación definitiva de las organizaciones del
narcotráfico, la neutralización de los actos terroristas y profundizar en temas como la
desmovilización, reinserción de los alzados en armas y reducción de la delincuencia común y el
crimen organizado. Para alcanzar niveles de seguridad sostenibles es necesario la intervención
del Estado y sus instituciones, no solo en el fortaleciemitno de las fuerzas militares y en el
número de enfrentamientos armados, sino tambien en aspectos socieconómicos que garanticen
calidad de vida, oportunidades de empleo y reducción de la pobreza. Lo anterior fue quizá la
falla de esta administración, dado que no se crearon escenarios óptimos que impidieran el
surgimiento de nuevas formas de violencia.
2.5 ESTADO COMUNITARIO DESARROLLO PARA TODOS: ÁLVARO URIBE
VÉLEZ 2006-2010
Álvaro Uribe Vélez fue reelegido para este periodo presidencial; durante los siguientes
cuatro años buscó la consolidación de las condiciones de seguridad ya establecidas en su
administración pasada. Básicamente, las estrategias serían las mismas, control del territorio,
combate a los problemas de las drogas ilícitas, mejoramientos en el servicio de justicia y
desarrollo de zonas deprimidas y de conflicto. En este orden de ideas, la fuerza pública y los
servicios de inteligencia seguirían fortaleciéndose para lograr la consolidación de la política de
seguridad democrática.
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Por tanto, la Política de Consolidación de la Seguridad Democrática establece cinco
objetivos estratégicos: (1) consolidar el control territorial y restablecer la autoridad del Estado
en todo el territorio nacional; (2) generar, a través del uso legítimo de la fuerza y la política
social, las condiciones de seguridad y bienestar social que presionen a los grupos armados
ilegales a entrar a una verdadera negociación política o a desmantelarse; (3) romper, en todos
los eslabones de la cadena, la libertad y habilidad de los narcotraficantes para desarrollar su
negocio y con ello avanzar hacia la eliminación del narcotráfico en Colombia; (4) formar una
Fuerza Pública moderna, con los más altos estándares éticos y morales, que cuente con la
confianza y el apoyo de la población; (5) desarrollar la Doctrina de Acción Integral, a través del
esfuerzo combinado de la fuerza legítima, la política social y las acciones de las demás
instituciones del Estado y la Sociedad civil. (PND: Estado Comunitario Desarrollo para Todos
2006-2010, pág. 46)
Con respecto del fortalecimiento de las fuerzas armadas, propone realizar mayores esfuerzos
presupuestales para invertir en equipos de inteligencia y transporte; argumenta que el estado
obsoleto en el que se encuentran los equipos restringe las operaciones militares y eleva los
costos de operación y mantenimiento, en este sentido, el proceso de profesionalización y
fortalecimiento de las fuerzas militares y los servicios de inteligencia propuestos, irían
acompañados de mejoras en equipos e infraestructura que aumenten las capacidades técnicas y
humanas para realizar un controles efectivos sobre la lucha armada y las amenazas
narcoterroristas. Adicional a lo descrito anteriormente, propone el fortalecimiento de entidades
como el Gaula y la Unidad Nacional Antiextorsión y Secuestro encargadas de la desarticulación
y judicialización de los delincuentes dedicados a la extorsión y el secuestro. En cuanto a la
erradicación de los cultivos ilícitos propuso una adaptación a la estrategia de aspersión aérea
con el objetivo de aumentar la detección de estos, adicional plantea la erradicación voluntaria,
en la cual se estimula el desarrollo de proyectos agrícolas productivos con el propósito de
revertir las prácticas ilícitas y así debilitar el negocio del narcotráfico de raíz, estas estrategias
irían acompañadas de programas encaminados al control del lavado de activos, extinción de
dominio y reducción de la demanda de sustancias psicoactivas, debilitando los eslabones de la
cadena del negocio del narcotráfico.
Los objetivos de esta administración en materia de defensa y seguridad se desarrollaron
sobre las mismas bases de la Política de Seguridad Democrática, estas propuestas buscaban
completar el proceso de recuperación territorial y lucha contra el narcotráfico, el terrorismo, el
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secuestro y, generalmente, cualquier forma de crimen organizado, sin embargo, en lo que
respecta a seguridad y defensa este cuatrienio no fue tan fructífero, principalmente, porque los
planes de desmovilización no tuvieron los resultados esperados, por el contrario, la
fragmentación de los grupos paramilitares hicieron que se crearan nuevas estructuras
criminales, que el gobierno denominó Bacrim10; hoy se afirma que muchos de los integrantes
de estos grupos criminales formaron parte de los procesos de desmovilización efectuados en el
primer mandato de Uribe.
Tanto es así que para 2008 muchas de las organizaciones que amenazaban la seguridad se
aliaron formando grupos con mayor número de hombres y con presencia en más zonas del país.
En 2006 se reconocía la presencia de 33 bandas en 110 municipios, hoy se pueden identificar
cinco grandes grupos (Los Rastrojos, Los Urabeños, Los Paisas, Águilas Negras y Erpac)
quienes hacen presencia con cerca de 4.800 hombres en sus filas en 192 municipios, estos
grupos delincuenciales cuentan con la suficiente capacidad de ejercer presión sobre la
población mediante acciones terroristas. A diferencia de las guerrillas, las Bacrim carecen de
objetivo político, por lo que su actividad se mueve alrededor del narcotráfico, la minería y la
extorsión, de tal modo que emplean la violencia como forma de intimidación contra la
población para poder llevar a cabo sus actividades ilícitas con fines netamente lucrativos.
Al final después de ocho años de gobierno de Álvaro Uribe, el país cuenta con mejores
niveles de seguridad, el fortalecimiento de la fuerza pública tuvo resultados contundentes en la
recuperación del territorio nacional que se encontraba bajo la influencia de grupos al margen de
la ley, sin embargo, aún existen algunos de estos que amenazan la seguridad en importantes
zonas del país. Esta problemática ha llevado a que la violencia siga siendo significativamente
alta. Basados en estándares internacionales que evidencian la ineficacia del gobierno en
fortalecer el servicio de Justicia que después de veinte años aun presenta represamientos y altos
niveles de impunidad y disminuir los niveles de criminalidad.

10

Bandas Ciminales (Bacrim).
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3. ANÁLISIS DEL GASTO EN DEFENSA Y SEGURIDAD EN COLOMBIA
El gasto en defensa y seguridad (GDS)11 en Colombia ha tenido un aumento sostenido como
respuesta al deterioro de las condiciones de seguridad que durante décadas se han presentado
como una constante en la realidad del país, llevando a los diferentes gobiernos a la
implementación de políticas públicas que consoliden y mantengan escenarios óptimos de
seguridad, demandando cada vez mayores recursos. Con base en esto, en el presente capítulo se
analizará la evolución de GDS, su participación dentro del Presupuesto General de la Nación, la
relación con el Producto Interno Bruto y los principales rubros que lo componen, con el
propósito de establecer la efectividad que ha tenido en el mejoramiento de las condiciones de
seguridad del país.
EL sector Defensa y Seguridad se encuentra liderado por el Ministerio de Defensa Nacional,
de quien depende: el sector central, en donde se encuentra la estructura operativa encargada de
formular y ejecutar políticas de defensa y seguridad; las entidades adscritas y vinculadas,
facultadas para apoyar el funcionamiento de la fuerza pública y la Policía Nacional en lo
concerniente a apoyo logístico, seguridad y bienestar; y las empresas industriales y comerciales
del estado (EICE)12, que, como su nombre lo indica, desarrollan actividades de naturaleza
industrial o comercial; el presupuesto de estas últimas es autorizado por el Consejo Superior de
Política Fiscal (Confis) y su sostenimiento depende de las ganancias percibidas a raíz de las
políticas de mercado que adoptan. El GDS está compuesto por ingresos provenientes de
impuestos que recauda la nación, los cuales son transferidos, anualmente, por parte del
Ministerio de Hacienda y Crédito Público a los diferentes organismos que forman parte del
sector defensa y el DAS. Adicional a esto, como se mencionó, cuenta con recursos propios
generados por las actividades de las EICE. En la tabla 3 se observan los componentes del GDS
y sus respectivas apropiaciones a lo largo de las últimas décadas (1990-2010). (Ministerio de
Defensa Nacional & Departamento Nacional de Planeación, 2008).

11

Según el Ministerio de Defensa del país, el gasto militar o nombrado gasto en defensa y seguridad se emplea según lo establecido en el
artículo 217 de la Constitución Política colombiana donde se fija como obligación de las FFMM (Ejército, Armada y Fuerza Aérea) la
defensa del orden constitucional y dada la compleja situación interna colombiana, la definición de Gasto Militar en el país se ha ampliado
para incluir también los costos propios de la seguridad interna. Así, el Gasto Militar incluye también los costos propios del
“mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de
Colombia convivan en paz”, funciones a cargo de la Policía Nacional (artículo 218 de la C.P.). En conclusión, en Colombia el Gasto
Militar comprende no solo el gasto propio de la defensa del territorio colombiano en contra de amenazas externas sino que incluye
también el gasto necesario para preservar la seguridad nacional. Lo cual se ha denominado Gasto en Defensa y Seguridad GDS. (
Ministerio de Defensa ,2007) Artículo 217 de la Constitución Política colombiana, “Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad
primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional.
12
Las empresas industriales y comerciales del Estado se encuentran definidas en el Artículo 85 de la Ley 489 de 1998.
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Tabla 3
Presupuesto sector defensa y seguridad. Apropiaciones 1990-2010
Millones de Pesos constantes del 2005.

Fuente: Elaboración de las autoras basadas en datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP) y el
Departamento Nacional de Planeación (DNP).

Como se puede apreciar en la Tabla 3, los recursos destinados al sector defensa y seguridad
han aumentado paulatinamente, en el caso de las EICE, el porcentaje promedio de participación
en el GDS ha sido del 13%, con algunas variaciones atípicas como la del incremento del 67%
registrada en 2007 y la caída del 31% en 2010, desfasada por completo del crecimiento
promedio (16%), comportamiento que se explica por el cambio estructural que experimentó el
sector tras el comienzo del segundo mandato de Álvaro Uribe. En cuanto a la parte del GDS,
financiada con aportes del presupuesto nacional, durante las décadas de estudio presentaron un
comportamiento paralelo (Ver Gráfica 1) al total del GDS con una participación promedio del
84%.
32

Gráfica 1
Componentes generales del gasto en defensa y seguridad, 1990-2010.
Millones de pesos constantes del 2005.

Fuente: Elaboración de las autoras basadas en datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP) y el
Departamento Nacional de Planeación (DNP).

Estudios preliminares como el desarrollado por Vargas y García (2008) exponen el
comportamiento del Gasto en Defensa y Seguridad (GDS) en Colombia durante el siglo XX,
observando una expansión importante de dicho rubro durante la década de los años noventa
como resultado de la modernización del sector militar a través de las reformas establecidas por
la nueva Constitución de 1991, específicamente, el Plan de Conmoción (1992) y el Plan
Integral (1993). En consecuencia, los datos obtenidos a precios constantes de 2005 corroboran
dicho análisis al mostrar incrementos importantes en el GDS para 1992 (22%) y 1993 (39%)
respondiendo paralelamente al aumento de los gastos de funcionamiento generados por el
incremento y profesionalización de la fuerza pública y las reformas salariales, razones que a su
vez explican el incremento progresivo del GDS durante la primera década de estudio,
registrando un incremento entre 1990-2000 de un 331%, al pasar de 1.630.595 millones de
pesos en 1990 a 7.569.334 millones de pesos en 2000 con un promedio anual del 19%,
tendencia que continúa a menor escala durante la década siguiente donde se registró un
incremento total del 165% con un promedio anual del 10% (Ver Gráfica 2).
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Gráfica 2
Histórico del gasto en defensa y seguridad 1990-2010.
Millones de pesos constantes del 2005.

Fuente: Elaboración de las autoras basadas en datos del Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Así mismo, si se analiza el comportamiento del gasto destinado a defensa y seguridad por
periodos presidenciales se observa un crecimiento sostenido que se equipara con el
fortalecimiento de la situación de violencia en el país, registrando la mayor variación positiva
en el gobierno Samper con un 103% en comparación con el cuatrienio del periodo Gaviria, esto
se explica por el reajuste salarial que se consolidó en su totalidad para 1995 y la fuerte
arremetida contra los cultivos ilícitos y el narcotráfico, que generó la movilización de
cuantiosos recursos hacia la fuerza pública y el Hospital Militar. Durante los años siguientes, el
gasto consolidó su tendencia con un incremento del 59%, derivado en su mayoría por el
fortalecimiento militar, ante el aumento de los ataques entre la guerrilla de las FARC y el ELN
contra el Ejército Nacional, que a su vez desencadenaron la ampliación de los presupuestos de
la fuerza pública y establecimientos públicos durante este periodo, pese a la política de paz
instaurada por el gobierno Pastrana
Finalmente, durante los mandatos de Álvaro Uribe Vélez, en los que la seguridad se
consideró eje fundamental para recuperar la inversión tanto nacional como extranjera y así
dinamizar el crecimiento económico, el GDS presentó incrementos importantes durante su
primer gobierno con un crecimiento promedio a precios contantes de 2005 de 9%. La expansión
del presupuesto destinado a este sector correspondió, básicamente, al incremento del número
de soldados profesionales, al pasar de 51.272 en julio de 2002 a 76.694 en agosto de 2006,
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junto con el aumento del 36% del pie de fuerza, lo cual permitió el desarrollo de oportunas
acciones ofensivas desarticulando la estructura armada de la insurgencia. Uno de los logros más
sobresalientes en este sentido fue la neutralización de los frentes guerrilleros que rodeaban a
Bogotá y las milicias que operaban en la capital antioqueña, gestiones que promovieron los
procesos de desmovilización generando la pérdida de presencia territorial de los grupos alzados
en armas. (PND: Estado Comunitario Desarrollo para Todos 2006-2010)
Pese a los incrementos realizados en la primera administración, a partir de 2007 la pendiente
del GDS es más pronunciada (Gráfica 2), atribuida a un mayor aumento del presupuesto
destinado a este sector, el cual registró incrementos promedios anuales de 17%. Los programas
de inversión propuestos para consolidar la Política de Seguridad Democrática como el
fortalecimiento de los equipos de movilización, el Sistema de Comando y Control y el Fomento
de Investigación y Desarrollo del sector, generó el inesperado incremento del 23% del GDS
para 2008, aumentando en un 11% el presupuesto de gasto del sector defensa durante el último
cuatrienio especialmente por la dirección de recursos hacia la fuerza pública como el Ejército,
la Armada y la Policía Nacional, principalmente, en el rubro destinado a la inversión
(Ministerio de Defensa Nacional, 2007).
Un aspecto cuestionado por analistas económicos sobre el presupuesto de gasto del sector
defensa es la alta participación de los gastos de funcionamiento y deuda sobre el total del GDS
en comparación con los bajos niveles de inversión; esta conducta se hace evidente al estudiar el
comportamiento de estos rubros para el periodo en referencia tal y como se muestra en la
Gráfica 3, donde se evidencia una gran brecha entre el gasto de funcionamiento y el de
inversión, lo que permite definir que el incremento progresivo del GDS está explicado en su
mayoría por el crecimiento progresivo de los gastos generales incitados por el incremento en el
número de combatientes, mejoras salariales y profesionalización de las tropas, dado que, en
cuanto a la inversión los esfuerzos del Gobierno se han enfocado en mantener un crecimiento
constante que ha generado un incremento del 472% a precios constantes de 2005, en el rubro de
inversión desde 1990 a 2010, hecho que pierde importancia si se observa que la inversión no ha
superado el 20% del GDS en el mismo periodo, lo que evidencia que a pesar de los esfuerzos
del Estado por incrementar los recursos para la tecnificación y equipamiento de las tropas de la
fuerza pública la asignación ha sido escasa; hecho alarmante si se toma en cuenta que por más
de dos décadas la inversión ha mantenido un crecimiento promedio del 11% anual de
participación sobre el GDS y en la mitad del tiempo la cifra no alcanza los dos dígitos.
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Gráfica 3
Principales componentes del GDS
(Millones de Pesos constantes de 2005)

Fuente: Elaboración de las autoras basada en datos MHCP.

Sin embargo, la inversión en el sector defensa es un aspecto importante para el
fortalecimiento de las fuerzas militares en la lucha contra la violencia en el país, por lo que, al
analizar el comportamiento de esta durante el periodo de estudio, ameritó un análisis más
detallado al observar que para comienzos de los años noventa la inversión presentó una
tendencia decreciente en la partición frente al GDS, con caídas sostenidas como se observan en
la Gráfica 4, que se asemejan a los crecimientos del GDS registrados en el mismo periodo, lo
que simboliza que el nivel de inversión se mantuvo como una constante hasta 1997 donde el
GDS presentó un mayor incremento justificado por el aumento en el nivel de inversión del
presupuesto del sector defensa que a precios constantes de 2005 incrementó el 78% y 100% en
1996 y 1997, años previos a las elecciones presidenciales del 98, donde la violencia
representaba una gran amenaza interna para el país. En igual sentido, el informe especial de la
Contraloría para 1997 informó sobre la desaceleración desde 1996 de la dinámica creciente del
PIB donde el ahorro del Gobierno nacional se tornó negativo, financiando toda la inversión y
parte de los gastos de funcionamiento con mayor nivel de endeudamiento, situación que
limitaba la asignación de recursos al presupuesto para años posteriores.
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Gráfica 4
Participación de la inversión en el GDS

Fuente: Elaboración de las autoras basada en datos del MHCP.

Efectivamente, para 1998 se registró una caída del 59% sobre el monto destinado para este
fin, lo que significó una pérdida de participación de la inversión sobre el GDS del 10%, que se
atribuye a los altos costos de funcionamiento y la crisis económica que para ese año afrontaba
el país. Este hecho, que causó diversas posturas ante las políticas implementadas por Samper y
que sumadas a las reformas de reajuste salarial incrementaron la carga de gastos personales en
el presupuesto de las Fuerzas Militares (FFMM), para los años siguientes la tendencia del nivel
de inversión se mantuvo con crecimientos moderados hasta 2001 cuando se registró un
incremento del 80% que se consolidó en 2002 cuando alcanzó a precios constantes de 2005 los
1.075.440 millones de pesos, años previos a las elecciones de 2002, cuando el proceso de paz
del gobierno de Andrés Pastrana presentaba grandes inconvenientes de credibilidad y fuertes
alteraciones de orden público.
En consecuencia, la inversión presentó, en años posteriores, una sutil disminución en
promedio del 4% con su punto más bajo en 2005 con una caída del 13%, comportamiento que
se observa en la Gráfica 5 donde se evidencia un descenso más acentuado en el nivel de
participación de la inversión del sector defensa sobre el GDS para el mismo periodo,
comportamiento esperado si se analizan las políticas en cuanto a seguridad, expuestas por el
presidente Uribe, donde se pretendía un incremento en el tamaño y la calidad del pie de fuerza
de las FF.MM.
Seguidamente, en su segundo mandato, las políticas cambiaron enfocándose en el
fortalecimiento militar de la Armada, Fuerza Aérea, Ejército y Policía, mediante diversos
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programas de inversión que apuntaban a la tecnificación y sofisticación del ente militar, lo que
se refleja con claridad en la Gráfica 5 cuando se destinan más recursos del presupuesto del
sector defensa al rubro de inversión mostrando un crecimiento acelerado y volátil, con
incrementos altísimos del 192% en 2008 y caídas continuas del 41% acumulado y un
crecimiento real durante el cuatrienio del 38,54%.
Gráfica 5
Comportamiento de la inversión en defensa y seguridad
(Millones de Pesos constantes de 2005)

Fuente: Elaboración de las autoras basada en datos MHCP.

Durante el periodo de estudio el presupuesto de la fuerza pública, a precios constantes de
2005, ha mostrado un elevado incremento pasando de 1.159.607 millones de pesos en 1990 a
15.244.736 millones de pesos en 2010, con un crecimiento acelerado en la primera década
(19% promedio anual) que se atenuó hacia la segunda década (2000-2010), donde el promedio
anual bajó al 11%, concentrando los recursos en lo referente al Ejército y la Policía, entidades a
las cuales se les destinaron en el periodo de estudio un total a precios constantes de 2005
47.736.382 millones y 47.351.376 millones de pesos, respectivamente, cifras que superan
notoriamente el promedio de lo asignado a las otras entidades de la fuerza pública durante el
mismo periodo. Esto se explica mediante el análisis de las diferentes políticas establecidas por
los respectivos periodos presidenciales que apuntaban al fortalecimiento de las FF.MM. y
ejercer la presencia del Estado en el territorio nacional, mediante la figura del Ejército y la
Policía. Las otras entidades con un notable gasto son directamente relacionadas a las dos
primeras haciendo referencia a los gastos en salarios y retiro militar, lo cual deja en evidencia
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que durante estos veinte años las políticas de seguridad se han dedicado a fortalecer
íntegramente a la Policía y al Ejército (ver Gráfica 6).
Gráfica 6
Entidades del Sector defensa que registraron mayor gasto en el periodo 1990-2010
(Millones de Pesos constantes de 2005)

Fuente: Elaboración de las autoras basada en datos MHCP

Paralelamente, la Fuerza Aérea, la Armada y el Ministerio de Defensa fueron las otras
entidades cuyo gasto en el periodo sobresalió, incremento importante de recursos asignados,
durante estas dos décadas, en especial en los últimos años pertenecientes al primer mandato de
Uribe se le destinaron significativos recursos al Ejército y La Policía Nacional en especial en
los años 2000 y 2006 cuando se registró $ 1, 787,471 y $3,924,343 en el Ejercito y $ 2, 067,281
y $3,360,189 en la Policía Nacional respectivamente, estos recursos se tradujeron en mayor
número de municipios con presencia de la Policía Nacional y aumento del pie de fuerza,
pasando de 278.796 a 378.334 hombres, de igual forma a finales de la década las otras
entidades presentaron mayores incrementos en especial la Fuerza Aérea que registró un
crecimiento promedio del 15% y la Armada con un incremento promedio del 15%,
comportamiento atribuible al interés del gobierno en la profesionalización de las fuerzas, a
través de la compra de equipos de alta tecnología.
3.1 INDICADORES INTERNACIONALES DE GASTO EN DEFENSA Y
SEGURIDAD
Es importante resaltar que a nivel mundial existen diferentes indicadores que miden el
esfuerzo realizado por los países en el sector de defensa y seguridad, algunos ejemplos son: el
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gasto en defensa y seguridad (GDS) medido en dólares constantes, GDS medido como pie de
fuerza respecto a la población, GDS medido como gasto por habitante, GDS como porcentaje
del PIB (GDS/PIB) y GDS como porcentaje del gasto del gobierno central (GDS/PGN). En esta
investigación se analizarán los dos últimos indicadores. El GDS/PIB determina el esfuerzo
económico destinado al sector con base en la capacidad productiva de determinada nación y El
GDS/PGN permite analizar el grado de prioridad que ocupa el sector defensa y seguridad
dentro del presupuesto de cada gobierno, sin embargo este indicador presenta algunas
dificultades, una de ellas es que no tiene en cuenta factores como el funcionamiento y régimen
tributario de cada país. (Urrutia 2004)
El gasto en defensa y seguridad como porcentaje del PIB ha registrado un comportamiento
creciente durante el periodo de estudio, hecho contrario al resto del mundo, dado que el final de
la guerra fría, la disolución de la URSS y la caída del muro de Berlín, marcaron la disminución
del promedio mundial del gasto en defensa, sin embargo, la lucha contra los carteles del
narcotráfico y el fortalecimiento de los grupos insurgentes, hicieron que el panorama en
Colombia fuera totalmente opuesto, la proporción GDS/PIB paso de 2% en 1991 a 3.48% en
1996, posteriormente, a partir de la segunda mitad de la década de los noventa experimento una
expansión muy superior a la presentada en los demás países de la región, ocupando el tercer
puesto apenas detrás de Chile y Ecuador, a partir de 1991, Colombia registra un nivel GDS/PIB
por encima del promedio de los demás países de la región. La Gráfica 7 muestra la trayectoria
de este indicador durante el periodo de tiempo analizado. (Urrutia 2004)
Grafico7
Gasto Defensa y Seguridad como porcentaje del PIB

Fuente: Elaboración de las autoras basada en datos MHCP el DANE y el Banco Mundial
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La crisis económica por la que atravesó el país a finales de la década de los noventa, llevo a que
el gobierno realizar ajustes fiscales en diferentes sectores, sin embargo el tema de seguridad era
trascendental para el país, razón por la cual se observan incrementos más abruptos durante este
periodo, primero por la fase recesiva durante este periodo y segundo por los recursos destinados
al sector defensa y seguridad, los cuales no daban espera. Las ofensivas narcoterroristas
afectaban muchos aspectos, como la inversión, la producción y la movilidad, los cuales eran
determinantes el crecimiento económico del país.
Posteriormente, durante los periodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez, en los que la
seguridad se consideró eje fundamental para recuperar la inversión, tanto nacional como
extranjera, y reducir así los índices de desempleo, el gasto público en defensa como porcentaje
del PIB presento un periodo de estabilidad y solo al final de su segundo periodo se notó un
importante incremento. Durante estos ocho años la participación del gasto público en defensa y
seguridad sobre el PIB se mantuvo en un promedio de 3,79%, recursos destinados
principalmente al incremento del pie de fuerza, lo cual permitió el desarrollo de acciones
ofensivas contra grupos insurgentes, desarticulando la estructura armada de la insurgencia,
dentro de los logros más destacados en este sentido se encuentra la neutralización de los frentes
guerrilleros que rodeaban a Bogotá y milicias que operaban en la capital antioqueña, lo que dio
lugar a procesos de desmovilización disminuyendo así la presencia territorial de estos grupos
alzados en armas
Con respecto al gasto en defensa y seguridad como porcentaje del gasto del gobierno
central, se han registrado incrementos paulatinos durante las últimas décadas; el fortalecimiento
militar e institucional establecido durante la administración Gaviria, llevó a que este índice se
incrementara principalmente a partir de 1992, la nivelación salarial al servicio militar del país,
establecida bajo la ley 4 de ese año represento un hecho importante para el aumento de la
asignación presupuestal del sector. Desde inicios de la década de los noventa este índice ha
aumentado sostenidamente alcanzando un máximo de 15.72% en el año 1997( Ver Gráfica 8);
la preocupante situación de inseguridad, los conflictos entre el gobierno y la cúpula militar y las
acusaciones contra Ernesto Samper por recibir recursos provenientes del narcotráfico para su
campaña presidencial, llevaron a que el presidente en su defensa, hiciera mayores esfuerzos de
inversión dirigidas al sector, con el fin de subsanar el deterioro de la imagen del país en materia
de lucha contra la droga. Estos hechos han llevado a que Colombia ocupe el primer lugar de
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GDS/PGN de América Latina y el Caribe, durante la década de los noventa el promedio de este
índice fue de 12.7%, casi duplicando el promedio de la región (7.36%).(Urrutia 2004)

Gráfica 8.
Proporción GDS/PGN

Fuente: Elaboración de las autoras basada en datos MHCP

Posteriormente el plan Colombia represento un alivio para el presupuesto de este sector, sin
embargo los aumentos del pie de fuerza de la fuerza pública y las acciones ofensivas contra los
grupos insurgentes durante los primeros años de gobierno de Uribe llevaron a que para 2003 el
14.21% del PGN se destinara a la Política de Seguridad Democrática, en consecuencia los
gastos de inversión y funcionamiento aumentaron significativamente, como se observa en el la
Gráfica 9 durante este cuatrienio se destinaron 47.959.512 Millones de Pesos de los cuales el
52.5% se destinó exclusivamente al Ejército y la Policía. (De la Torre, 2010, julio 17)
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Gráfica 9
Gasto Defensa y Seguridad 2003-2006 millones de pesos
(Millones de pesos constantes del 2005)

Fuente: Elaboración de las autoras basada en datos MHCP

Durante la segunda administración de Álvaro Uribe se observan aumentos significativos en el
presupuesto del sector defensa y seguridad como porcentaje del PGN principalmente por los
programas de inversión propuestos durante este gobierno, los cuales iban dirigidos al
fortalecimiento de la capacidad aérea, terrestre y fluvial de las fuerzas militares, también a los
servicios de inteligencia y Logística, entre otros. Estos aspectos buscaban consolidar las
condiciones de seguridad logradas en el gobierno anterior, en consecuencia para 2008 el
15.18% del PGN se destinó a la defensa y seguridad de la nación, alcanzando así el punto más
alto de los ocho años de gobierno de Uribe.
La tendencia del gasto en defensa y seguridad como porcentaje del PGN ha sido creciente
durante el periodo en estudio, principalmente por la importancia que ha tomado el tema de
seguridad nacional dentro de las diferentes administraciones, adicional el fortalecimiento de los
grupos insurgentes y sus nexos con el narcotráfico han llevado a que año tras año las fuerzas
militares se fortalezcan en todos los aspectos para ejercer mayores controles en el territorio y
combatir las diferentes formas de crimen organizado.
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4

ANÁLISIS DE LOS ÍNDICES DE VIOLENCIA

En Colombia la violencia se presenta como una constante en la realidad social de las últimas
décadas, lo que evidencia la magnitud del conflicto interno que se ha desarrollado por
disyuntivas sociales y políticas desencadenando condiciones de pobreza y desigualdad; la
intensidad del conflicto y los índices de violencia presentan variaciones determinadas por
cambios en contextos sociales, políticos y económicos, que como respuesta movilizan el ciclo
de la violencia, agudizando y generando nuevas dinámicas de conflicto, un ejemplo de ello es el
surgimiento de organizaciones criminales que operan en el territorio nacional, y cuyas
estructuras se han consolidado desarrollando nuevas estrategias. Con base en lo anterior, en el
presente capítulo se analizará la dinámica que han tenido los índices de violencia en cuanto a
número de homicidios por cada 100 mil habitantes, ataques terroristas a la infraestructura,
secuestro extorsivo y desplazamiento forzado interno, con el propósito de evaluar el alcance de
las políticas públicas de seguridad propuestas durante el periodo de estudio

4.1 HOMICIDIOS POR CADA CIEN MIL HABITANTES
En Colombia, las altas tasas de homicidios han correspondido a la dinámica misma del
conflicto armado. Hacia la década de los años noventa, el número de homicidios por cada 100
mil habitantes aumentó como respuesta de la expansión de los grupos guerrilleros, que para
entonces se habían fortalecido gracias a un aumento en sus ingresos producto de la estrecha
relación que tenían con el negocio del narcotráfico y las extorsiones a ganaderos y campesinos.
Durante este periodo el homicidio constituyó una de las principales causas de muerte en
América Latina, el incremento en las tasas de este suceso fue evidente en México, Brasil, la
Región Andina y Centroamérica durante los años 1984 y 1994, lo que implica que Colombia
tuvo la misma tendencia observada a nivel regional, pues en 1991 alcanza su punto máximo
con una tasa de 78 hechos por cada 100 mil habitantes resultado de la ausencia estratégica para
combatir la violencia durante la administración Gaviria. Es así que mientras el Estado se
enfrentaba con el cartel de Medellín, otros grupos armados se fortalecían y aumentaban su
presencia en el territorio, sumado al aumento del sicariato y la delincuencia común en ciudades
como Medellín, Bogotá y Cali. Los anteriores hechos hicieron que entre 1990-1994 el
promedio de la tasa de homicidio fuera el más alto de los últimos cincuenta años.
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Para 1994, Colombia afrontaba la mayor lucha de la historia contra el terrorismo, la
guerrilla, el narcotráfico y los paramilitares. Sin embargo, durante el gobierno de Ernesto
Samper la tasa de homicidio disminuyó paulatinamente, alcanzando un mínimo en 1998 con 54
homicidios por cada 100 mil habitantes (Ver gráfico 10). Durante este gobierno se trabajó en el
fortalecimiento del servicio de justicia, lo que permitió la desarticulación de los carteles de la
droga, así como sus actividades criminales. Otro hecho que se podría explicar en el descenso de
los homicidios es la desmovilización de algunos grupos guerrilleros a comienzos de la década
de los años noventa. Igualmente, muchos delegados municipales centraron sus esfuerzos en
disminuir las cifras de homicidios, por esta razón se plantearon políticas sociales que redujeron
este índice en los principales centros urbanos del país.

Gráfica 10
Tasa de homicidios por cada 100 mil habitantes en Colombia, 1990-2010.

Fuente: Elaboración de las autoras basadas en datos del Departamento Nacional de Planeación.

Los tipos de programas mencionados anteriormente contribuyeron a generar espacios de
convivencia ciudadana, sin embargo, el conflicto armado se agudizaba en las zonas rurales del
país, y otras manifestaciones de violencia de las cuales se hablará más adelante se empezaron a
desarrollar. Durante el gobierno de Andrés Pastrana el promedio de homicidios por cada 100
mil habitantes fue de 59, hubo una reducción de 12,5% con respecto del gobierno anterior. Sin
embargo, este mandato cerró con una tasa elevada –como se puede observar en la Gráfica 10–,
la tasa fue de 47 homicidios por cada 100 mil habitantes en 2001 y pasó a 65 homicidios en
2002, incremento que se atribuye al recrudecimiento del accionar delictivo ante los rezagos de
la crisis económica y las amenazas latentes de los grupos armados fortalecidos ante el fracaso
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de las negociaciones de paz con la guerrilla. Durante los siguientes periodos presidenciales de
Álvaro Uribe, se pone en marcha la política de Seguridad Democrática, a partir de 2003 este
índice empieza a disminuir paulatinamente, pasando de 50 homicidios por cada 100 mil
habitantes en 2003 a 38 en 2010, adicional, en 2008, se registró la tasa más baja desde 1990, 34
homicidios por cada 100 mil habitantes; durante la segunda administración de Uribe el
promedio de homicidios fue de 37 por cada 100 mil habitantes, hubo una reducción del 50%
con respecto del promedio registrado a comienzos de la década de los años noventa,
evidenciando así la efectividad de las políticas de seguridad en este gobierno.

4.2 ATAQUES
Los ataques son la respuesta común ante el fortalecimiento y el aumento de acciones por
parte de las fuerzas militares, en consecuencia, los grupos alzados en armas han utilizado esta
forma de terrorismo para debilitar al Estado y sus instituciones. A continuación, analizaremos
los datos que proporciona el CERAC13, este define “ataques” como una acción unilateral a todo
acto contra personas o infraestructura en el que usualmente se recurre al uso de la fuerza y que
no tiene necesariamente respuesta armada.
Como se puede observar en el gráfico 11 el número de ataques ha aumentado durante el
periodo en estudio. A partir de 1990 estos se incrementaron paulatinamente, lo cual se atribuye,
en un principio, a las ofensivas de los carteles del narcotráfico y su lucha contra la fuerza
pública por la inminente extradición a los Estados Unidos. Posteriormente, la notable expansión
de los grupos armados agudizaron el problema, los frentes guerrilleros pasaron de 14 a 105
entre 1978 y 1996, además, en 1985, estas organizaciones se encontraban en 173 municipios,
mientras que en 1991 aumentaron su presencia en 437 de ellos. Para este mismo año se
presentó la cifra más alta de arremetidas de la primera mitad de la década de los años noventa,
1014, de las cuales el mayor porcentaje se dio en los departamentos de Antioquia y Santander,
registrando 251 y 146 embestidas, respectivamente (Bejarano, 1997).

13

CERAC. Centro de Recursos para el Análisis de Conflictos.
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Gráfica 11
Ataques en Colombia, 1990- 2010.

Fuente: Elaboración de las autoras basadas en datos del CERAC.

A partir de 1996 se observa un incremento del índice de ataques, producto de la Nueva
Forma de Operar (NFO) de las FARC, hecho que significó otro rumbo para la confrontación
armada, al pasar de guerra de guerrillas a guerra de movimientos, como los ataques a la base
antinarcóticos de Las Delicias, Putumayo (agosto de1996), la base del cerro de Patascoy,
Nariño (diciembre de 1997), la toma de la base antinarcóticos en Miraflores, Guaviare (agosto
de 1998), y la derrota de un batallón completo de contraguerrilla en El Billar, Caquetá (marzo
de 1998); entre 1996-1997 el número de arremetidas pasó de 662 a 1925, así mismo, la
presencia guerrillera en territorio nacional pasó de 569 a 622 municipios en el mismo periodo,
es decir, que para 1997 los insurgentes tenían asentamiento en más de la mitad del territorio
nacional. Pese al panorama descrito anteriormente, la administración Pastrana ordena, en enero
de 1999, el retiro de las fuerzas militares en cinco municipios del sur del país para iniciar los
diálogos de paz con algunos grupos guerrilleros, sin embargo, este hecho agudizó las
condiciones de inseguridad, pues condujo a que año tras año aumentara el número de ataques,
es así como entre 1999-2002 esta cifra pasó de 910 a 2465. Otro hecho que explica el
incremento de la confrontación armada, fue la reestructuración de las fuerzas militares y el uso
de nuevas tecnologías que aumentaron la capacidad de ataque y operatividad, lo cual dio lugar
a más combates entre las fuerzas militares y la insurgencia, no obstante, esta confrontación
armada empieza a tener resultados favorables para el Estado entre 2002 y 2003. (Bejarano
1997; Granada, Restrepo y Vargas, 2009; CERAC, 2013).
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Es evidente que los ocho años de implementación de la política de seguridad democrática
hizo que la dinámica de la confrontación cambiara, en consecuencia, los cuatro primeros años
del gobierno de Uribe, en los cuales se realizaron avances importantes en el fortalecimiento de
la fuerza pública, llevaron a que el índice de ataques por parte de la insurgencia aumentara
contraatacando a las fuerzas militares, entre 2003 y 2005, este índice aumentó sostenidamente,
registrando 2188 arremetidas en 2003 y 2289 en 2005, posteriormente, se registra la cifra más
alta de los últimos veinte años, 3226 ataques en 2007, producto de la consolidación de la
política de seguridad democrática, la cual buscaba neutralizar a los grupos insurgentes,
mediante la utilización de mayor fuerza pública y la implementación de nuevas tecnologías que
aumentaran su capacidad de ataque; durante los años siguientes, estas acciones por parte de las
Fuerzas Militares empiezan a tener resultados favorables para el Estado, descendiendo el
número de ataques paulatinamente y llegando a 1408 en 2010.

4.3 SECUESTRO
Este flagelo es una forma silenciosa de violencia que ha tomado fuerza durante las últimas
décadas, atrayendo la atención de organizaciones nacionales e internacionales sobre los
diferentes gobiernos colombianos en pro de proteger los derechos humanos. Por esta razón es
importante aclarar que abarca para el Gobierno nacional el término “Secuestro”, para lo cual
hemos acudido al Centro Nacional de Memoria Histórica14(CNMH) quien, mediante una
recopilación de datos estadísticos, nos brinda un completo informe donde definen secuestro
como toda situación ocurrida dentro del territorio nacional en la cual una persona es privada
ilegalmente de su libertad y en contra de su voluntad para obtener algún provecho de ella o de
un tercero a cambio de su liberación. Para este análisis se optó por los datos oficiales del
CNMH donde se toma como secuestro los delitos de trata de personas en el territorio nacional,
pesca milagrosa15, toma de rehenes, secuestros de menos de 24 horas donde hay evidencia de
rescate. Esta aclaración es pertinente dado que el Gobierno colombiano ha transformado
conductas de secuestro en otras conductas penales o viceversa, un ejemplo es la conocida patria
potestad que fue considerada como secuestro hasta 2004 y el delito de desaparición forzada
solo fue tipificado como tal en el 2000.

14
15

Programa gubernamental creado en los últimos años con el fin de mantener viva la historia colombiana.
Se entiende así un secuestro, generalmente masivo, realizado en las vías del país sin previo seguimiento o inteligencia.
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Por consiguiente, a partir de la década de los años sesenta el término secuestro tomó
importancia en el país como mecanismo eficaz para la financiación de actividades terroristas en
organizaciones al margen de la ley, hacia los noventa esta actividad dejó innumerables
víctimas, el secuestro masivo en 1985 perpetrado por el M-19 en el Palacio de Justicia y los
efectuados por el narcotráfico en su afán de cambiar el curso de las leyes penales y políticas,
son un ejemplo. Según la investigación publicada por el CNMH (2013), 39.058 personas fueron
secuestradas por lo menos una vez en su vida entre 1970 y 2010 de las cuales un 80 % son
hombres de entre 18 y 65 años, de las zonas rurales y cuya captura tuvo como motivación un
pedido de rescate.
Por tanto, esta manifestación de violencia se empezó a agudizar a comienzos de la década de
los años noventa por culpa de las represalias tomadas por el cartel de Medellín para manipular
el proyecto de extradición expuesto por el Gobierno. Para 1990 la cifra fue de 1122
secuestrados (ver gráfico 12), registrando un incremento del 300% con respecto de 1989 (280
secuestrados). Con la nueva Constitución Política, el terror de la extradición quedó suspendido
ante la inclusión de un artículo que prohibía la extradición de colombianos al exterior, este
episodio llevó a que el número de secuestrados disminuyera en 1993, con 354. Sin embargo,
con la aguda situación de orden público que atravesaba el país, a comienzos de la
administración Samper, la cifra de secuestros volvió a incrementarse, pasando de 509 en 1995 a
1269 en 1996, manteniendo esta tendencia durante el cuatrienio.

Gráfica 12
Secuestro en Colombia

Fuente: Elaboración de las autoras basadas en datos del Centro de Memoria Histórica
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Para la segunda mitad de los años noventa, Colombia experimenta una nueva dinámica de
conflicto, en donde el secuestro se potencializa a raíz de que los grupos subversivos lo
implementan como fuente de financiamiento. Por consiguiente, en 1999 este índice alcanza el
punto más alto de la década, 3354 secuestrados; entre 1990 y 1999 el aumento es de casi el
400%, crecimiento importante asociado al comienzo de los diálogos de paz propuestos por
Andrés Pastrana con las FARC, los cuales estaban acompañados de una zona de distensión, que
utilizó la guerrilla a su favor para cometer delitos, fortalecerse y ocultar a los secuestrados. La
agudización de la violencia trajo consigo los niveles más altos de secuestros, entre 2000-2001
se registraron 3.547 y 3.545, respectivamente.
Además, para la época de las negociaciones los grupos subversivos, incursionaron en el tipo
de secuestro masivo conocido como “pescas milagrosas”, donde plagiaban a personalidades de
la política, la fuerza pública y civil con la intención de canjearlas por sus combatientes presos;
así mismo, tomaban como rehenes a empleados del sector minero - energético, afectando
fuertemente la economía del país, al generar expectativas de inseguridad entre los inversionistas
tanto nacionales como extranjeros.
En contraste, la puesta en marcha de campañas como “Vive Colombia Viaja por ella”, la
Política de Seguridad Democrática empezó a recobrar la seguridad en el territorio nacional
donde las fuerzas militares acompañaban a los turistas en las carreteras. Los esfuerzos
realizados durante los ocho años de gobierno de Uribe se evidenciaron con la disminución de
secuestros, cifra que bajó considerablemente al pasar de 3.306 en 2002 a 1.252 en 2010. Pese a
esto, durante estos años se registraron hechos lamentables como el secuestro y posterior
asesinato de diferentes personalidades de la política como el del gobernador de Antioquia,
Guillermo Gaviria, en 2003 y los 11 diputados en 2007, hechos acaecidos por el intento de
rescate militar perpetrado por el Gobierno nacional. A pesar de las críticas hechas a este
Gobierno, en la última década los secuestros disminuyeron 65% , pasando de 3547 en 2000 a
1252 en 2010, así mismo, se incrementó la percepción de seguridad en el territorio nacional,
incrementando la confianza inversionista y mejorando así la imagen del país frente al resto del
mundo. Un hecho destacable en esta administración fue la operación “Jaque” que dejó como
resultado el rescate –sin disparar un solo tiro– de 15 secuestrados, entre ellos la candidata
presidencial Ingrid Betancurt en julio de 2008 después de seis años de cautiverio.
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4.4 DESPLAZAMIENTO FORZADO
Este hecho es reconocido como una consecuencia silenciosa y cruel del prolongado conflicto
armado colombiano dadas las secuelas socioeconómicas que desencadena; aunque la violencia
interna en Colombia ya completó más de cincuenta años, el desplazamiento, como
problemática social, es un tema reciente en las políticas públicas del país, solo desde 1996 (al
incrementarse las movilizaciones masivas) se tienen cifras claras del número de desplazados
que han emigrado a las grandes ciudades y a países fronterizos (Ecuador, Venezuela y Perú).
Del mismo modo, la creciente dinámica ha volcado la atención de numerosas ONG, con la
intención de desarrollar diversas investigaciones para cuantificar la problemática social y
postular medidas que contribuyan en la disminución de la pobreza desencadenada por el
desplazamiento, una de ellas es la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento
(Codhes) de la cual se utilizaron para este análisis los datos estadísticos sobre desplazamiento.
Se calculan más de cuatro millones de personas en situación de desplazamiento desde 1985,
cifra alarmante para un país de 45 millones de habitantes lo que equivale al 9% de su población
(Kerr, 2010). Según las estimaciones históricas del Codhes –para el periodo 1990 - 1994
correspondiente al gobierno de César Gaviria– el promedio de desplazados por año no superaba
las 80.000 personas, manteniendo un acumulado de 297.000 ciudadanos en situación de
desplazamiento durante el cuatrienio (ver Gráfica 13). Cabe recordar que dicho periodo se vio
marcado por el problema de las drogas ilícitas y el sicarito, tras el comienzo de la guerra entre
carteles que desató una contundente oleada de terrorismo. Para la administración siguiente este
flagelo ya se había incrementado exponencialmente pasando a un promedio anual de 208.750
ciudadanos secuestrados, como consecuencia de la diversificación de la violencia que desató la
consolidación de los grupos subversivos ante el debilitamiento del orden público registrado en
el gobierno Samper.
Uno de los años más críticos fue 1998 cuando la cifra llegó a 308.000 desplazados,
coyuntura que se explica por el incremento de las fumigaciones a los cultivos ilícitos con
glifosato que generaron inconformidad en el grueso de la población campesina, argumentando
enfermedades y daños a cultivos lícitos de subsistencia (Codhes, 2013). Para la administración
Pastrana –periodo de la “Zona de Despeje”– el panorama no podía ser más desalentador, pues
en las estimaciones históricas sobre desplazamiento forzado se evidencia que en este mandato
se presentaron los niveles más altos de las últimas dos décadas con un acumulado de 1´351.389
desplazados (Gráfica 13). Así mismo, hacia finales de este periodo presidencial se percibía una
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marcada expansión del paramilitarismo y la ruptura de los diálogos de paz entre el Gobierno y
la guerrilla (FARC) lo que explica el significativo incremento registrado en 2002 al
contabilizarse 412.553, la mayor cifra de personas víctimas de este flagelo a lo largo del
periodo de estudio lo que se asocia correctamente con el incremento de paramilitares y el
fortalecimiento de los cultivos ilícitos, que los llevarían a expropiar a los habitantes de esas
tierras con el objetivo de ratificar su dominio en corredores estratégicos, particularmente, en el
norte, centro y oriente del país, al transformarse en grandes traficantes de narcóticos

Gráfica 13
Índice de desplazamiento en Colombia por periodos presidenciales

Fuente: Elaboración de las autoras, basadas en datos del Codhes.

Igualmente, algunos investigadores argumentan que el desplazamiento no es un fenómeno
exclusivo de la guerra, las posibilidades económicas también son causantes de ello, por tanto,
es entendible que los desplazamientos no solo se den hacia las principales ciudades sino
también a municipios con prosperidad económica como se evidenció en este Gobierno donde
los principales destinos fueron Barrancabermeja, Buenaventura, Montería, Valledupar y Betulia
(Antioquia) además de las principales capitales entre muchos otros municipios que con
frecuencia recibían desplazados (Sayago, 2011).
Finalmente, al llegar a la Política de Seguridad Democrática de Álvaro Uribe, el país
presenció dos cambios contundentes en materia de seguridad, al recuperar la efectividad de los
entes territoriales que afianzó la seguridad de los colombianos en la capacidad del Estado
mediante la consolidación de las instituciones, cambios que se evidencian, principalmente, en la
disminución de varios índices de violencia y la desmovilización colectiva de paramilitares y
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guerrilleros que a la postre generó la caída en un 50% del desplazamiento forzado al pasar de
412.553 en 2002 a 207.607 en 2003. Pese a estos avances, entre los años 2005 y 2008 se
registró un nuevo incremento del desplazamiento, situación que puede responder a amenazas
que aún no se han superado y requieren de una permanente atención del Estado, como la
aparición de bandas criminales al servicio del narcotráfico y en disputa con las guerrillas por el
control de cultivos ilícitos, el incremento del uso de minas antipersona como parte de la
estrategia de confrontación guerrillera acompañada de amenazas y extorsiones propias de estos
grupos armados ilegales.
Para los últimos años se observa una disminución mínima, lo cual se percibe como un gran
logro –en este periodo de bastante confrontación armada entre Ejército y grupos ilegales–, dado
que mantiene la tendencia a la baja. Sin embargo, en informes de Acción Social, para 2010 se
reviste de especial atención la nueva dinámica de desplazamiento intraurbano como es el caso
de Medellín (Antioquia es uno de los departamentos con mayor índice de recepción de
desplazados para este periodo seguido de Nariño y Chocó) donde enfrentamientos entre bandas
delincuenciales y combos por el control de los negocios lícitos e ilícitos han dejado a la
población civil a la deriva lo que se confirma en el incremento de homicidios, las amenazas, el
reclutamiento forzado y los castigos colectivos, lo que ha traído como consecuencia el aumento
del exilio en las mismas ciudades.
Por este motivo, en 2012 Colombia era uno de los países del mundo con el mayor 16 número
de desplazados internos, por tanto, es pertinente establecer que este hecho corresponde a las
violaciones de los derechos humanos propios de una guerra, como el asesinato, la desaparición
forzada, las masacres, torturas, enfrentamientos en medio de poblaciones civiles, la usurpación
ilegal y las disputas por la tierra y que también causa desplazamiento interno (Ibáñez y
Querubín, 2004).

16

El último informe del Internal Displacement Monitoring Centre (IDMC) reporta nuevamente a Colombia como el país con mayor
número de desplazados del mundo con una cifra de 5,5 millones de personas en dicha situación. http://www.internaldisplacement.org/americas/colombia/, consultado en abril 7 de 2014.
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5

EL GASTO PÚBLICO EN DEFENSA Y LOS ÍNDICES DE VIOLENCIA EN
COLOMBIA ENTRE 1998-2010: METODOLOGÍA

En el presente capítulo se realizará una descripción de la base de datos utilizada y las
variables seleccionadas para el análisis. Posteriormente, se explicará la especificación del
modelo econométrico empleado para determinar el impacto del gasto en defensa y seguridad
(GDS) sobre los cuatro índices de violencia determinados en este estudio.
5.1 DATOS Y VARIABLES
La base de datos está compuesta por ocho series temporales rastreadas año a año en un
espacio comprendido entre 1990 y 2010, las cuales fueron extraídas de las siguientes
instituciones: Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), para el rubro de GDS; Banco
Mundial (BM), para el caso del PIB / Per Cápita; Centro Nacional de Memoria Histórica
(CMH), para el número de secuestros; Consejería para los Derechos Humanos y el
Desplazamiento (CODHES), para el número de personas en situación de desplazamiento;
Centro de Recursos para el Análisis de Conflictos (CERAC), para el número de ataques;
Departamento Nacional de Estadística (DANE), para el porcentaje de población urbana, y
Departamento Nacional de Planeación (DNP), para el promedio de escolaridad y el índice de
homicidios por cada cien mil habitantes. Las variables tendrán una periodicidad anual y sus
respectivos logaritmos naturales serán utilizados con el fin de suavizar las series y analizar sus
variaciones.
Las variables a utilizar en este trabajo son:
Variable dependiente:
En esta investigación se utilizaron como variables endógenas los siguientes índices de violencia
(𝑉): ataques terroristas, número de homicidios por cada 100 mil habitantes, secuestro y
desplazamiento. Estas variables dependerán de los fundamentos macroeconómicos que se
explicarán posteriormente y serán estas las que nos permitan inferir la efectividad del GDS en
la disminución de la violencia durante el periodo de estudio.
Variable independiente:
Se tomó como variable exógena el Gasto en Defensa y Seguridad como porcentaje del PIB
(

𝐺𝐷𝑆
𝑃𝐼𝐵

), con el objetivo de estimar su incidencia sobre los índices mencionados anteriormente y

establecer si esta variable es un determinante sensible en la disminución de la violencia. Se
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utilizó esta variable, dado que es una medida internacional, que permite comparar qué tanto
esfuerzo económico realiza Colombia con respecto del resto del mundo.
Variables de control:
Como variables de control se seleccionaron indicadores de nivel de desarrollo, que influyen en
la situación de violencia e inseguridad en un país, basados en el trabajo de Fajnzylber,
Lederman y Loayza (1998) en el cual se emplearon varios índices de los cuales utilizamos para
este estudio los siguientes: escolaridad (𝐸𝑆𝐶), medida como el promedio de años de estudio;
PIB per cápita (𝑃𝐼𝐵𝑃. 𝐶), como referente del ingreso promedio de los habitantes, y Población
Urbana (𝑃. 𝑈𝑅𝐵), medida como el porcentaje de población que habita en las ciudades.
5.2 MODELO
Para lograr el objetivo de la investigación, se estimaron cuatro modelos de Mínimos
Cuadrados Ordinarios (M.C.O.), donde se incluye, individualmente, cada índice de violencia
contrastado con el GDS y las variables de control. Como referente se tomó el trabajo de
Fajnzylber, Lederman y Loayza (1998), dada la aproximación al objeto de esta investigación,
quienes desarrollaron un artículo sobre los determinantes de la tasa de crimen en América
Latina, cuya ecuación estimada fue:
𝑇𝐶𝑡 = 𝛼 + 𝛽1 𝐸𝐷𝑈𝑡 + 𝛽2 𝑇𝐶𝑡−1 + 𝛽3 𝐴𝐸𝑡 + 𝛽4 𝐽𝑈𝑆𝑇𝑡 + 𝛽5 𝐼𝑁𝐸𝑄𝑡 + 𝛽6 𝐷𝑅𝑈𝐺𝑆𝑡 + 𝛽7 𝑂𝑇𝐻𝐸𝑅 + 𝜀 (1)

Donde 𝑇𝐶 es la tasa de criminalidad medida como los homicidios cometidos por cada 100 mil
habitantes, 𝐸𝐷𝑈 es el promedio de años de escolaridad en la población mayor a 15 años y es
usada como proxy de la inversión en capital humano, 𝑇𝐶𝑡−1 corresponde al rezago de la tasa de
criminalidad, 𝐴𝐸 es el crecimiento de la actividad económica, 𝐽𝑈𝑆𝑇 es la eficacia del sistema
judicial, 𝐼𝑁𝐸𝑄 es la desigualdad social, 𝐷𝑅𝑈𝐺𝑆 la facilidad de acceder al negocio de las
drogas ilícitas, 𝑂𝑇𝐻𝐸𝑅 corresponde a factores socioculturales y 𝜀 es el erros estocástico. Los
autores se basan en la evidencia empírica para seleccionar estas variables, tomando como
referente lo expuesto en el modelo

The cost of crime, donde se busca explicar el

comportamiento delictivo de un individuo como resultado de la decisión racional de comparar
las ganancias que se pueden llegar a obtener por infringir la ley y el costo obtenido de la
probabilidad de ser sancionado. Los resultados apuntan a que el sistema que imparte justicia,
deben garantizar cierta proporción entre los delitos y las penas, con el fin de disminuir la
criminalidad. En consecuencia un aumento del gasto en seguridad y justicia podría disminuir la
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violencia. (Gary Becker, 1968). Con base en lo anterior se asumió la relación lineal planteada
por ellos, cuya forma funcional en esta investigación es la siguiente:
𝑉 = 𝛽0 +

𝛽1 𝐺𝐷𝑆
𝑃𝐼𝐵

+ 𝛽2 𝑃𝐼𝐵𝑃. 𝐶 + 𝛽3 𝐸𝑆𝐶 + 𝛽4 𝑃. 𝑈𝑅𝐵 + 𝜀

(2)

Dónde:
 𝛽1 : elasticidad índice de violencia-GDS/PIB
 𝛽2 : elasticidad índice de violencia-PIB per cápita
 𝛽3 : elasticidad índice de violencia-escolaridad.
 𝛽4 : elasticidad índice de violencia-población urbana.
5.3 ANÁLISIS DE RESULTADOS
Respecto de las estimaciones obtenidas por el modelo de MCO, descrito anteriormente,
bajo la forma funcional expresada en la ecuación 2 tomando como variable dependiente cada
uno de los índices de violencia estudiados, se deriva los siguientes resultados.
Tabla 4.
M.C.O con secuestro como variable dependiente
SEC
(Constante)
GDS/PIB
PIB P.C
ESC
POB.URB
R.cuadrado

Coeficientes no
Coeficientes
estandarizados
tipificados
B
Error típ.
Beta
21,068
28,171
,365
1,346
,111
-8,152
2,570
-1,497
-12,178
9,320
-2,079
85,509
45,740
3,740
0.463
5,313
F-statistic

t
,748
,271
-3,173
-1,307
1,869
Prob(F-statistic)

Sig.
,465
,790
,006
,210
,080
,006

Fuente: Elaboración de las autoras

Para este caso, la elasticidad secuestros-GDS/PIB se ubica en 0,365 con poca significancia
y de pequeña magnitud; la explicación a esto está sustentada en el análisis histórico que
argumenta que a mayor GDS las fuerzas subversivas también incurren en mayores gastos, los
cuales son financiados mediante acciones extorsivas. Por otro lado, resulta interesante ver que
el coeficiente más significativo y con el mayor poder explicativo se da en PIB per cápita, cuyo
signo es negativo y una elasticidad secuestros-PIB per cápita de 8,15 con una significancia del
0,006, por tanto, se puede inferir que a mayores ingresos promedio menor necesidad de incurrir
en acciones delictivas, tal como lo afirma Fajnzylber et al. (1998). En lo referente al coeficiente
de la población urbana, este presenta una relación directa con la variable dependiente apoyando
el planteamiento que dice que el incremento constante e inesperado del número de habitantes
en las ciudades desencadena una alta probabilidad delictiva. Con respecto a la escolaridad
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registra una relación inversa, sustentando la postura de quienes argumentan que el gasto social
en educación es lo que en verdad disminuye el accionar delictivo.
Tabla 5
M.C.O con homicidios por cada 100 mil habitantes como variable dependiente
HOM
(Constante)
GDS/PIB
POB.URB
PIB P.C
ESC
R.cuadrado

Coeficientes no
estandarizados
B
Error típ.
3,449
6,163
,343
,295
-2,489
10,007
-,771
,562
-1,455
2,039
0.862
F-statistic

Coeficientes
tipificados
Beta

t

,560
,241
1,164
-,252
-,249
-,328
-1,372
-,575
-,713
32,320 Prob(F-statistic)

Sig.
,583
,262
,807
,189
,486
,000

Fuente: Elaboración de las autoras

Los resultados señalan que la elasticidad homicidios-GDS/PIB en promedio 0,343 con una
significancia del 0.26 y una relación directa entre estas dos variables, resultados inconsistentes
con el comportamiento histórico del índice, el cual ha sido decreciente durante el periodo de
estudio. Por otro lado, resulta interesante ver que el coeficiente más significativo y con el
mayor poder explicativo para este caso también es el ingreso promedio por habitante, cuyo
coeficiente muestra una relación inversa, lo que significa que a un incremento en el ingreso
promedio por habitante los homicidios caen en promedio 77%.
Tabla 6
M.C.O con ataques como variable dependiente
ATA
(Constante)
GDS/PIB
PIB P.C
ESC
POB.URB
R.cuadrado

Coeficientes no
estandarizados
B
Error típ.
-38,667
18,396
-,045
,879
-2,350
1,678
12,817
6,086
-26,174
29,869
0.661
F-statistic

Coeficientes
tipificados
Beta
-,017
-,525
2,662
-1,393
10,753

t
-2,102
-,051
-1,401
2,106
-,876
Prob(F-statistic)

Sig.
,052
,960
,180
,051
,394
,000

Fuente: Elaboración de las autoras

Los resultados arrojados para este índice, demuestran una relación inversa entre el número
de ataques y el GDS/PIB, con una elasticidad en promedio de 0.45, por tanto, su relación es
lógica si a mayor gasto en defensa y seguridad menor probabilidad de perpetrar atentados, sin
embargo la evidencia empírica demuestra lo contrario para el caso colombiano, dado que la
tendencia histórica de los ataques ha sido creciente. Por otra parte se observa que el coeficiente
más significativo, pero con poco poder explicativo para este caso es el nivel de escolaridad
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promedio en cuanto que registra una relación directa, con un coeficiente de 12.8, hecho que
podría estar sustentado por la hipótesis de (Fajnzylber et al, 1998) en la cual argumenta que la
educación es una variable que podría tener incidencias negativas sobre la criminalidad, dado
que un mayor nivel de educación tendría mayor remuneración en actividades ilícitas.
Tabla 7
M.C.O con desplazamiento como variable dependiente
DES

(Constante)
GDS/PIB
PIB P.C
ESC
POB.URB
R.cuadrado

Coeficientes no
Coeficientes
estandarizados
tipificados
B
Error típ.
Beta
35,034
22,734
-,043
1,087
-,013
-4,067
2,074
-,728
-9,635
7,521
-1,603
71,916
36,913
3,065
0.668
11,053
F-statistic

t
1,541
-,040
-1,961
-1,281
1,948
Prob(F-statistic)

Sig.
,143
,969
,067
,218
,069
,000

Fuente: Elaboración de las autoras

Para el caso de desplazamiento, el coeficiente del GDS/PIB presenta una relación inversa
con una elasticidad de 0.043, con poca significancia, la cual se explica porque el
comportamiento de esta variable no esta descrito completamente por la dinámica del conflicto,
sino también por aspectos socioeconómicos que obligan a la población a trasladarse a las
ciudades en busca de mayores oportunidades, este hecho explica el comportamiento y la alta
incidencia que tiene el porcentaje de población urbana y el PIB per cápita sobre el
desplazamiento, por consiguiente, se puede inferir que el factor económico tiene gran
incidencia en el número de desplazados en Colombia, lo que corrobora los planteamientos
expuestos por diversas ONG.
Para completar el análisis realizado, la siguiente tabla muestra los valores esperados versus
los resultados obtenidos en cada una de las correlaciones expuestas anteriormente:
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Tabla 8
Parámetros estimados. Signos esperados y hallados
GDS/PIB

PIB per cápita

Escolaridad

Población Urbana

índices
esperado obtenido esperado obtenido esperado obtenido esperado obtenido
Homicidios
Ataques
Secuestro
Desplazamiento

+
+

+
+
-

-

-

-

+
-

+
+
+
+

+
+
+

Fuente: Elaboración de las autoras

Pese a los resultados obtenidos, existe una dificultad metodológica para estimar la incidencia
que tiene el gasto en defensa y seguridad como porcentaje del PIB sobre los índices de
violencia analizados, que es la periodicidad de los datos, especialmente el GDS/PIB, cuyos
registros históricos se encuentran anualmente, lo cual impide realizar análisis con mayor
número de datos que lleven a un modelo más robusto con resultados más consistentes.
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6

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Esta investigación tiene por objetivo estimar la incidencia del gasto en defensa y seguridad
sobre algunos índices de violencia derivados principalmente del conflicto armado interno con
la guerrilla, los paramilitares y el

fenómeno del narcotráfico; los datos arrojados con la

regresión múltiple, permiten evidenciar que el esfuerzo económico destinado al sector de
defensa del país, no contribuye a la disminución de todos los índices de violencia, dado que la
proporción en el aumento del GDS llega a ser directamente proporcional como es el caso del
homicidio y el secuestro, adicional se encuentra que el aumento en este rubro no evidencia
contribución en la disminución en índices de violencia si se carece de escenarios óptimos de
desarrollo que permitan alcanzar niveles de seguridad sostenibles acompañados de aspectos
socioeconómicos que garanticen calidad de vida, oportunidades de empleo y reducción de la
pobreza, razón por la cual se utilizaron como variables de control el PIB per cápita, la
Escolaridad y la Población Urbana.
Por otro lado, con el análisis de las políticas públicas de seguridad propuestas por los
presidentes electos entre 1990-2010, se encontró que a principios de la década de los noventa,
las estrategias para neutralizar el conflicto armado y el narcotráfico no fueron claras ni
continuas, este hecho desencadeno el deterioro de la calidad de vida de los Colombianos,
posteriormente con el Plan Colombia, el gasto en defensa y seguridad tomó mayor importancia,
lo que condujo al fortalecimiento de la fuerza pública. Actualmente el país cuenta con mejores
niveles de seguridad, gracias al fortalecido de la fuerza pública y los servicios de inteligencia
durante la última década, con resultados contundentes en la recuperación del territorio nacional,
sin embargo, el accionar de los grupos al margen de la ley aun amenaza la seguridad en
importantes zonas del país; lo que ha llevado a que la violencia siga siendo significativamente a
nivel mundial.
La evidencia empírica ha demostrado que durante las décadas de estudio, el sistema de
justicia ha contribuido al deterioro de las condiciones de seguridad, básicamente por el grado
de impunidad y la relación desproporcional entre el delito y las penas, que en consecuencia,
generan pérdida de credibilidad y legitimidad de los ciudadanos hacía la institucionalidad, y
ha llevado a que se creen escenarios propicios para el accionar delictivo, con base en la teoría
de Becker, la probabilidad de ser castigado por cometer algún delito en Colombia, es baja,
adicional a esto, las penas son irrisorias en comparación con los beneficios monetarios que
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deja el accionar delictivo, que para el caso del narcotráfico otorga beneficios millonarios, difícil
de conseguir por la vía legal.
Finalmente, esta investigación corrobora la hipótesis inicial, en la cual se afirma que el gasto
en defensa y seguridad no ha incidido en la disminución de los índices de violencia, es decir, el
esfuerzo económico realizado en los últimos cinco periodos presidenciales, no ha logrado
neutralizar completamente la violencia y sus efectos, por diferentes razones, una de ellas son
los altos costos sociales que ha traído la prolongación del conflicto armado, otro motivo ha sido
la creciente participación de los gastos de funcionamiento dentro de la asignación presupuestal
del gasto en defensa y seguridad y el poco capital destinado a la inversión, hecho que se
traducido en mayor presencia de la fuerza pública pero pocos niveles de sofisticación.
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